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			Prólogo

			La Asociación Internacional de Derecho Procesal organiza, desde 1950, el Congreso Mundial de Derecho Procesal, evento que reúne a especialistas de todo el mundo para discutir en torno a las posibles soluciones a los problemas que enfrenta el sistema de justicia.

			Entre el 5 y el 8 de septiembre de 2023 se realizó en Lima el XVII Congreso Mundial de Derecho Procesal, organizado por la Pontificia Universidad Católica del Perú. En el marco de dicho congreso, se realizó una convocatoria abierta para investigadores de todo el mundo presentaran comunicaciones sobre el tema principal del congreso: independencia judicial en el tercer milenio. Este libro reúne más de treinta comunicaciones recibidas, expuestas y debatidas en el marco de dicho congreso.

			Para la Asociación Internacional de Derecho Procesal y la Pontificia Universidad Católica del Perú es un privilegio poner a disposición de la comunidad académica la reflexión de estudiosos de diversas partes del mundo, pertenecientes a distintos sistemas jurídicos y de diversas generaciones, sobre uno de los fundamentos de nuestros sistemas jurídicos actuales. Las diversas problemáticas planteadas en estas investigaciones no hacen sino demostrar la pluralidad de amenazas que enfrenta la independencia judicial y los desafíos que tienen los Estados, la academia y los ciudadanos en luchar por su respeto.

			Estamos convencidos de que estas reflexiones de académicos de todo el mundo contribuirán al desarrollo de las investigaciones sobre la materia y al perfeccionamiento de los mecanismos para defender la independencia judicial.

			Lima, diciembre de 2023

			Eduardo Oteiza

			Profesor ordinario titular de Derecho Procesal

			Universidad Nacional de La Plata

			Presidente de la International Association of Procedural Law 

		

	
		
			Presentación

			La Asociación Internacional de Derecho Procesal y la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú tienen el honor de presentar la siguiente obra colectiva, producto de los trabajos investigativos que participaron en el call for papers del XVII Congreso Mundial de Derecho Procesal: Independencia Judicial en el Tercer Milenio.  

			La convocatoria del call for papers cerró en mayo de 2022 con una respuesta positiva. Se recibieron más de 80 comunicaciones que fueron sometidas a cinco comisiones de pares ciegos integradas por reconocidos académicos de diferentes países. 

			Los pares valoraron los siguientes criterios: (i) aproximación multidisciplinaria en el tema principal del congreso; (ii) innovación y creatividad en la propuesta de solución al problema jurídico identificado; (iii) razonamiento y originalidad; (iv) argumentación, claridad y coherencia del contenido; (v) claridad y coherencia en la conclusión.

			Producto del proceso de valoración realizado por los expertos, fueron seleccionados un total de 54 trabajos que tuvieron la oportunidad de ser presentados con éxito en el mes de septiembre, en el marco del XVII Congreso Mundial de Derecho Procesal: Independencia Judicial en el Tercer Milenio, en Lima. Finalmente, los participantes fueron invitados a participar de la presente obra colectiva, recibiéndose respuesta positiva de 30 autores junto con sus capitulos completos. 

			El principio de independencia de la autoridad judicial conlleva a que se pueda obtener el fin de una recta aplicación de la justicia, a través de jueces, tribunales y altas cortes que puedan actuar con total independencia en la interpretacion del derecho y la valoración de la prueba. Se trata de uno de los principios que emana de la idea republicana de gobierno y de los valores de un Estado de derecho, y se le denomina principio de independencia del órgano jurisdiccional. Por tanto, rechaza toda coacción ajena en el desempeño de sus funciones, porque las decisiones del juez y sus valoraciones deben estar apegadas a los postulados y garantías constitucionales y de instrumentos internacionales sobre derechos humanos.  

			En términos prácticos, la importancia de este principio radica en que, en un aparato judicial independiente, no se permite ningún tipo de injerencia de terceros o de otros poderes públicos, lo que coadyuva a fortalecer la confianza de la ciudadanía hacia el Estado en el otorgamiento de una adecuada, oportuna y efectiva tutela judicial de las múltiples situaciones jurídicas materiales de los ciudadanos.

			Si bien en diferentes contextos históricos y escenarios mundiales este principio de la jurisdicción ha recibido reconocimiento expreso en instrumentos internacionales, en constituciones y en codificaciones procesales; resulta innegable que, en el actual milenio, la independencia judicial atraviesa serias y complejas dificultades. En ese sentido, se hace necesario un análisis profundo e interdisciplinario que permita obtener diversas alternativas de solución, teniendo en cuenta la existencia de nuevos enfoques, entre ellos, el epistemológico, la prueba, la perspectiva de género, la protección del medio ambiente o su interrelación con la inteligencia artificial. 

			El libro se divide en cinco sesiones generales: (1) independencia judicial, división de poderes y organización judicial; (2) independencia judicial, discrecionalidad judicial, decisión judicial y prueba; (3) independencia judicial y género; (4) independencia judicial y revolución tecnológica; (5) independencia judicial y medio ambiente.

			En esa medida, la obra colectiva responde a debates contemporáneos, ante las más variadas inquietudes relacionadas con el rol de los jueces y su independencia de acuerdo con el diseño institucional; la relación de los sistemas o modelos políticos con la independencia judicial; el impacto de los poderes fácticos en la independencia judicial; los estándares convencionales y constitucionales para la indepedencia judicial; los sistemas de selección de jueces y las complejidades de la provisionalidad; las dificultades de los sistemas de ratificación judicial; las intersecciones entre decisión jurisdiccional, discrecionalidad judicial, prueba e indepedencia judicial; la perspectiva de género en el proceso y su relación con el principio de independencia del órgano jurisdiccional; los retos de la independencia judicial en la cuarta revolución industrial; y, finalmente, las relaciones entre la independencia judicial y la protección del medio ambiente.  

			En suma, la recopilación de los estudios académicos e investigativos contenidos en la presente obra busca dar a conocer a los profesionales del derecho, estudiantes, académicos, investigadores, jueces, legisladores y responsables de políticas públicas, la trascendencia del principio de la independencia judicial analizado desde un enfoque multidisciplinario y, a la par, exponer los riesgos y desafíos que trae consigo en la actualidad. Con esta obra, la comunidad experta puede tener un insumo teórico, serio y riguroso que le pueda ser útil al momento de proseguir con la investigación de las distintas implicancias de la independencia judicial. Todo ello, en el entendido de que una interacción frecuente y continúa entre los los ciudadanos y el sistema de justicia, hace necesario garantizar la no injerencia de terceros en dicha relación. Para finalizar, el presente libro constituye un riguroso estudio teórico sobre los diversos problemas de la independencia judicial en el tercer milenio, análisis que se realiza bajo una perspectiva a futuro, en el entendido de que se quiere identificar los cambios que deberá tener el entendimiento de dicho principio, a propósito de los cambios constantes de la sociedad en general, por lo que, con la compilación de estas investigaciones, esperamos iniciar el estudio y fomentar el riguroso debate que aporte la adecuada comprensión y correcta aplicación de la independencia judicial.

			Lima, diciembre de 2023

			Luis Alfaro Valverde

			Mónica Bustamante Rúa

			Coordinadores del call for papers

		

	
		
			Presentation

			The International Association of Procedural Law and the Faculty of Law of the Pontificia Universidad Católica del Perú, have the honor of presenting the following collective work, a product of the investigative work that participated in the Call for Papers of the XVII World Congress of Procedural Law: Judicial Independence in the Third Millennium.

			The Call for Papers closed in May 2022 with a positive response, were received more than 80 communications that were submitted to five commissions of blind peers, made up of renowned academics from different countries.

			The peers evaluated the following criteria: (i) multidisciplinary approach to the main theme of the Congress; (ii) innovation and creativity in the proposed solution to the identified legal problem; (iii) reasoning and originality; (iv) argumentation, clarity and coherence of the content; (v) clarity and coherence in the conclusion.

			As a result of the evaluation process carried out by the experts, a total of 54 works were selected and had the opportunity to be successfully presented in the month of September, within the framework of the XVII World Congress of Procedural Law: Judicial Independence in the Third Millennium – Lime. Finally, the participants were invited to participate in this collective work, receiving a positive response from 30 authors along with their complete chapters.

			The principle of Independence of the judicial authority means that the goal of a correct application of justice can be obtained, through Judges, Courts and High Courts that can act with total independence in the interpretation of the law and the evaluation of the evidence. This is one of the principles that emanates from the republican idea of government and the values of a rule of law; it is called the principle of independence of the jurisdictional body. Therefore, it rejects all external coercion in the performance of its functions because the judge's decisions and their assessments must be in accordance with the postulates and guarantees of the constitution and international instruments on human rights.

			In practical terms, the importance of this principle lies in the fact that in an independent judicial apparatus no interference from third parties or other public powers is allowed, which helps to strengthen the trust of citizens towards the State in granting adequate, timely and effective judicial protection of the multiple material legal situations of citizens.

			Although, in different historical contexts and world scenarios, this principle of jurisdiction has received express recognition in international instruments, in constitutions and in procedural codifications; It is undeniable that in the current millennium, judicial independence is going through serious and complex difficulties. In this sense, a deep and interdisciplinary analysis is necessary to obtain various alternative solutions, taking into account the existence of new approaches, among them, the epistemological, the evidence, the gender perspective, the protection of the environment or its interrelationship with artificial intelligence.

			The book is divided into five general sessions: (1) Judicial Independence, Division of Powers and Judicial Organization, (2) Judicial Independence, Judicial Discretion - Judicial Decision and Evidence, (3) Judicial Independence and Gender, (4) Judicial Independence and Technological Revolution, (5) Judicial Independence and Environment.

			To that extent, the collective work responds to contemporary debates, in the face of the most varied concerns related to: the role of judges and their independence in accordance with the institutional design; the relationship of political systems or models with judicial independence; the impact of de facto powers on judicial independence; conventional and constitutional standards for judicial independence; judge selection systems and the complexities of provisional status; the difficulties of judicial ratification systems; the intersections between jurisdictional decision, judicial discretion, evidence and judicial independence; the gender perspective in the process and its relationship with the principle of independence of the jurisdictional body; the challenges of judicial independence in the fourth industrial revolution; and finally the relationships between judicial independence and environmental protection.

			In summary, the compilation of academic and investigative studies contained in this work seeks to make legal professionals, students, academics, researchers, judges, legislators and those responsible for public policies aware of the significance of the principle of judicial independence, analyzed from a multidisciplinary approach and, at the same time, expose the risks and challenges that it currently brings with it. With this work, the expert community can have serious, rigorous, theoretical input that can be useful when continuing with the investigation of the different implications of judicial independence. All of this, with the understanding that a frequent and continuous interaction between citizens and the justice system makes it necessary to guarantee the non-interference of third parties in that relationship. To conclude, this book constitutes a rigorous theoretical study on the various problems of judicial independence in the third millennium, an analysis that is carried out from a future perspective, with the understanding that we want to identify the changes that the understanding of said principle, regarding the constant changes in society in general, so, with the compilation of this research, we hope to begin the study and encourage rigorous debate that provides adequate understanding and correct application of judicial independence.

			Lima, December 2023

			Luis Alfaro Valverde

			Monica Bustamante Rúa

			Call for papers Coordinators

		

	
		
			I. 
INDEPENDENCIA JUDICIAL, DIVISIÓN DE PODERES Y ORGANIZACIÓN JUDICIAL

		

		
			The ecthr’s judgment in the case of Ástráðsson v Iceland1

			Hrannar Hafberg

			1. Judicial reform – landsréttur appeal court

			In Iceland there were for a long time only two instances for trying cases, the District Courts and the Supreme Court, although an instance of appeal between the two had long been yearned for. The need for a middle instance, a court of appeal, had been discussed and debated for a long time, but the need became obvious after the ECtHR‘s judgment in the case of Arnarson v Iceland where the defendant in a criminal case was found innocent by the District Court but guilty before the Supreme Court, despite the Supreme Court not having heard or assessed any oral evidence given by him or witnesses before the Court. (EctHR Judgment 15 July 2013, Arnarson v Iceland, 44671/98). 

			A new court, the Court of Appeal (Landsréttur), was established on 1 January 2018 in accordance with the new Judiciary Act No. 50/2016. Temporary provisions of the new Judiciary Act regulated the selection procedure and appointment of the initial fifteen judges to the court where an Evaluation Committee of Experts was statutorily mandated to assess the candidates for the new posts and deliver a report to the Minister of Justice. Historically the selection and appointment of judges had been in the hands of the Minister and there had been a long debate on what ought to be the proper process. The new special arrangement for the initial judges of the Court of Appeal was thought to be of such general importance that the approval of Parliament would be appropriate and was thought to strengthen the legitimacy of the Court and its judges. The Minister should therefore seek the approval whether there would be deviations from the findings of the Evaluation Committee or not, and was bound to bring the issue to Parliament if there were reasons to challenge the findings of the Evaluation Committee. Had the Minister in mind any alterations to the list of candidates, a proposal regarding each appointment ought be submitted to the Parliament for its approval. 

			The Minister made four changes to the list from the Evaluation Committee where fifteen candidates were deemed to be most qualified out of a pool of 33, – all of which were deemed qualified, – and took four names off the list in exchange for four others, all of whom were candidates from the pool of the 33 qualified candidates. The whole list (of the fifteen, as altered) was then accepted by a single vote in Parliament, agreed by the President and the new fifteen judges were appointed to the new appellate court.

			2. Ástráðsson’s case before the domestic courts

			Guðmundur Andri Ástráðsson contested the appointment of one of the judges where he stood before the Court of Appeal in a criminal case against him where he was accused of driving under the influence of narcotics and without a valid driver’s licence. He had been convicted previously by the District Court in accordance with his guilty plea. He appealed the case to have his sentence reduced. By a letter of his attorney he asked that one of the three judges in the case before the Appeal Court would withdraw from the case as that judge had been one of the deviations the Minister made to the list of candidates provided to Parliament for the initial appointment of judges to the Court, – but all of the judges had, according to the defendant, not been appointed in accordance with the law. The formal claims were that he would not enjoy a fair trial before an impartial and independent tribunal established by law if that particular judge would sit on the panel due to irregularities in the procedure of selection and appointment of judges, as is provided for by Art. 59 and 70 (1) of the Icelandic Constitution and Art. 6 (1) of the European Convention on Human Rights.2 The motion was denied. Furthermore, an appeal in this regard to the Supreme Court was dismissed on the ground that the conditions for appeal had not been fulfilled; the Supreme Court could not review the judge‘s position of not having been appointed or the Court of Appeal not being established in accordance with the law by judicial review of a procedural decision by the Appellate Court – it had to be examined on the basis of an appeal on the merits of a judgment rendered by the Appellate Court in the actual criminal case. The Court of Appeal then upheld the District Court’s judgment on the merits of the criminal case and Mr. Ástráðsson appealed the judgment to the Supreme Court where he claimed the case to be remitted for retrial for the same reasons as before. The Supreme Court rejected the claims and upheld the judgment of the Court of Appeal. (Judgment of the Supreme Court of Iceland (Hæstiréttur) 24 May 2018, Case No. 10/2018). Regarding the issue whether the judge had been appointed in accordance with law, the Supreme Court stated:

			The appointment of the judges was conducted in accordance with the formal procedural rules of Chapter II of Act No. 50/2016, as well as temporary provision IV of the same Act, albeit with the exception that during the Parliamentary procedure on the Minister of Justice‘s proposals on the appointment of the judges, the requirements of the second paragraph of the temporary provision were not followed in that the Parliament should have voted on each and every judge separately, but not all the judges at the same time, as was in fact done. 

			The Supreme Court stated, furthermore, that this was a defect “of no significance”. All fifteen judges had been appointed by letter of the President of Iceland, co-signed by the Minister of Justice, and it could not be concluded that the appointment of the judge had been a nullity or that the rulings of the Appellate Court where that judge had served were, for that reason, a “dead letter”. The flaws in the Minister of Justice’s procedure of not examining and reasoning deviations from the list provided by the Evaluation Committee would not change the fact that the judges had been appointed in accordance with the law and enjoyed independence in their judicial work and upheld the duty to perform under their own responsibility, not taking instructions from others in their work. The appointment fulfilled therefore the requirements of the Icelandic Constitution. The procedural mistakes had not been of such gravity that, there would be sufficient reasons to doubt that Ástráðsson had indeed enjoyed a fair trial before independent and impartial judges. 

			3. Ástráðsson v Iceland – ECtHR’s chamber judgment

			Guðmundur Andri Ástráðsson complained to the European Court of Human Rights that the appointment of one of the judges of Landsréttur Appeal Court that decided his criminal case had not been in accordance with domestic law and his criminal charges had, therefore, not been determined by a “tribunal established by law” and that he had been denied the right to an independent and impartial tribunal as provided for by Art. 6 (1) of the European Convention on Human Rights. The argument was contested by the Icelandic Government. In a Chamber judgment the European Court of Human Rights concluded that indeed there had been a violation of Art. 6 (1) of the European Convention on Human Rights as the new Court of Appeal had not been established by law. (Ástráðsson v Iceland, ECtHR Chamber Judgment 12 March 2019, 26374/18). It found the process by which the judge in the relevant case was appointed had amounted to a flagrant breach of the applicable rules at the time and had been to the detriment of the confidence that the judiciary in a democratic society must inspire in the public and contravened the very essence of the principle that a tribunal be established by law. For a tribunal being established by law relates closely to it being independent and impartial, and a breach of that principle could render a trial to be unfair. The Chamber found that the breaches made by the Minister had been grave and of fundamental nature, disregarding the applicable rules for the process. The voting by the Parliament had also not been in accordance with the law, as it was meant to minimise the risk of party-political interests in the appointment process. Therefore, the Chamber found it constituting a flagrant breach of the relevant domestic law that the Minister had exercised undue discretion in the selection of the judges. By five votes to two, the Court found a violation of Art. 6(1) regarding Guðmundur’s right to a tribunal established by law.

			3.1. Domestic Responses

			The judgment created some confusion in Iceland and was up for scholarly debate as well as a political one. There was a divided opinion on the meaning and effect of the judgment, and even the ECtHR’s agenda in the matter. Iceland, a small and peaceful country, hitherto not known for corruption, was suddenly condemned for its handling of the appointment of the initial judges to the new Court of Appeal – the very process that was supposed to strengthen the legitimacy of the new Court and its judges. The process had, furthermore, already been reviewed by the Supreme Court of Iceland that had issued that the flaws in the process were of no significance. There were voices that questioned the ECtHR’s judgment, even mentioning that it was an attack on the Supreme Court and disrespect for its role as being the final and ultimate interpreter of the Constitution – rendering it as disrespect to the sovereignty of the nation. Then there were those that welcomed it. The judgment became a political weapon in the hands of those opposed to the Minister or the Political Party the Minister belonged to and was used in their political favour to expulse the Minister from office – as in fact happened later. 

			Then there were the legal issues and uncertainties. How was the judgment to be interpreted? Did the judgment mean for the Appellate Court to be unoperative as a whole? Did it apply to all the judges that had been appointed? Was it necessary that all cases already settled by the Appellate Court had to be retried? Or did the judgment only apply to the four judges appointed by this anomaly and the cases they had already heard and in which they had taken part in the proceedings and judgment? This uncertainty led to the referral of the case to the Grand Chamber of the ECtHR by the Government of Iceland.

			3.2. The Domestic Solution

			As the trial before the Grand Chamber was anticipated, the four judges had stopped hearing and deciding cases. The cases they had already heard could then be retried by others; even ad hoc judges appointed to the Appellate Court. Yet, as it had already been acknowledged that the four judges had indeed been properly appointed and in accordance with domestic law and the Constitution, they all received full salary as appointed judges whilst not attending any judicial work in accordance with their previous appointment. Despite there being some talk of the merit of the four judges, they for themselves had done no wrong. They were all highly qualified judged with many years of judicial experience. The only thing they had done was to apply for an appointment and get it. Three of them were then reappointed as judges with the Appellate Court after a new and undisputed procedure the law provided for, and one later retired.3 The problems and uncertainties that the Chamber’s judgment had created for the domestic judicial environment had, therefore, already been settled in a sense before the Grand Chamber’s judgment in the Ástráðsson Case.

			4. Ástráðsson v Iceland – ECtHR’s grand chamber judgment

			In the Grand Chamber’s judgment in the case, there was no mention of a flagrant breach as in the Chamber’s judgment. (Ástráðsson v Iceland, ECtHR Grand Chamber Judgment 1 December 2020, 26374/18). The Grand Chamber took a different approach and established a new self-standing right to a tribunal established by law, and not considering it, as previously, as one of the three requirements for a fair trial, the other two being independency and impartiality. The Court then developed a three-step threshold test to examine whether there had been a breach of the right to a trial before a tribunal established by law. Firstly, there needs be a manifest breach of domestic law (law being not only statutes but all other orderly rules that can have legal effect in some way, including custom regarding the relative procedure). Secondly, the breach must be of such character or significance that may convey undue interference with the judiciary to perform its duties. The risk of such a possibility can be sufficient as a violation of the right. And, thirdly, the national courts need to have effectively reviewed whether a breach in domestic law will affect or amount to a violation of the right to a tribunal established by law. (That review is as well a part of the third step of the test itself).

			The Grand Chamber’s assessment was that the Icelandic Supreme Court had already established that there had been a breach of domestic law; firstly, the Minister’s failure to adhere to general principles of administrative law and not following the national administrative procedure when deviating from the list of the Evaluation Committee (most significantly for not giving a reasoned argument for the deviations after proper scrutiny of the merit and capacity of the candidates), and, secondly, the non-compliance of Parliament to the voting procedure. The uncertainty of the Minister’s motives for the deviations, despite being advised otherwise by legal counsel, and the possible political context of the deviations regarding the relevant judge (at least), made the failure to comply with the relevant domestic law all more serious. And these irregularities were considered to strike to the essence of the right to a tribunal established by law. The parliamentary voting on its own was, though, not thought to have constituted a violation of the right to a tribunal established by law, as members of parliament had the opportunity to request separate voting, but the failure to demand sufficient reasoning from the Minister for the deviations compounded the grave breach already committed by the Minister – and only regarding the four judges. It was also considered that the voting went along political lines within the Parliament. Therefore, the breach was thought to be of a fundamental nature in appointing the judges. On the effective review of domestic courts regarding the violation of the right to a tribunal established by law, the Grand Chamber concluded that the Supreme Court of Iceland had in no way considered the issue regarding that right at all. All safeguards had therefore failed, and the discretion of the Minister had remained unfettered. Regarding the three-step test, the Grand Chamber concluded that there had indeed been a violation of Art. 6(1), i.e., the right to a tribunal established by law.

			4.1. Independent and Impartial Tribunal Established by Law

			Article 6 (1) of the European Convention guarantees the right to a fair trial by an independent and impartial tribunal established by law. The requirements for a trial being fair are, therefore, that the tribunal being established by law, being independent and being impartial, although there may be other matters to be taken into consideration that might render a trial being unfair. The Grand Chamber saw the case as an opportunity to refine and clarify the meaning of the concept of a “tribunal established by law” and analyse its relationship with the other requirements, independence and impartiality. (Ástráðsson v Iceland, GC, 218). It further stated that the interrelationship between the requirements were such that a judicial body, not satisfying the requirement of independence and impartiality, could not be characterised as “tribunal”. (Ástráðsson v Iceland, GC, 231). The ECtHR was, nevertheless, not interested in refining the interrelationship further after having established that there had been a breach of the requirement of a tribunal established by law and dismissed additional inquiry into the independence and impartiality requirements, it had seen the opportunity to analyse. That analysis is lacking in the judgment. The Court was more eager – as can be read in the separate opinions to the judgment – to establish a special and independent right to a tribunal established by law than to look at the interrelationship between the – up until that time – requirements for a trial being fair. Furthermore, in its criticism on the Icelandic Supreme Court for not having taken into consideration the consequences of the irregularities in the appointment process – thus failing the third step in the three-step threshold test – as well as in its perception of its own task in the case, i.e. to determine the consequences of the breaches in domestic law, the ECtHR leaves the question open whether the breach of the right to a tribunal established by law has the consequences that the tribunal must be seen as not being independent or impartial, or if the trial ought be considered unfair according to Art 6 (1) of the Convention. The right breached was the right, not the requirement, to a tribunal established by law. At that we are left with the question what the consequences of such a breach are or ought be, and whether any breach – whatsoever – or any irregularities in the process of appointing a judge, should lead to an assessment of a denial of that right. As acknowledged by the Court, not all irregularities in the process of appointing judges should lead to drastic consequences, – they might even lead to further complications if not produce harm – so a balance had to be struck between the pressing need for deviations from the principles (Ástráðsson v Iceland, GC, 230 et. al). But in that regard, there was no mention of independency or impartiality.

			4.2. The Threshold Test

			The case fell on the threshold test in all steps. Firstly, and not scrutinized well enough, on the account that the Supreme Court of Iceland had already established that the process in the appointments had not been in accordance with the law. The ECtHR left that evaluation to the domestic court in accordance with the principle of subsidiarity – but was not willing to accept the Supreme Court’s argument that the irregularities in the process, that were not in full accordance with the law, had no effect on the right of Mr. Ástráðsson to be tried by an impartial and independent tribunal. Rather, the Supreme Court was criticised by the ECtHR for not having addressed the consequences of it and redress, after having established that there were indeed irregularities in the process. This is an interesting point, as the Supreme Court interpreted the situation on the grounds that, the severe consequences to consider, – and in accordance with the ECtHR’s jurisprudence at the time – were to the effect the irregularities in the process might lead, namely, to an unimpartial or dependent tribunal rendering the trial unfair. So, in a way, the Supreme Court did indeed consider the potential consequences, at least those, – although the argument did not meet the ECtHR’s standards. Despite the principles of subsidiarity and margin of appreciation the ECtHR took it into its own hands to evaluate what and how the consequences of the breach of domestic law were to be interpreted in the light of the principles of the Convention. It was left to the Supreme Court of Iceland to have established that there were indeed irregularities in the appointment process, and the ECtHR, therefore, deemed that breach of domestic law had been confirmed (Ástráðsson v Iceland, GC, 250-254). Moreover, it explicitly stated that it had no reason to doubt that the appointments of the judges did not, technically speaking, constitute a “nullity” under Icelandic law or that, once appointed, the judges would endeavour to observe fair-trial requirements (Ástráðsson v Iceland, GC, 279). It is in these words we can read that the Court was not interested in the consequences of the breach of the right in concern with the other fair-trial requirements, namely independency and impartiality, rather if the irregularities in the process leading to the appointment of the judges had, by and of themselves, “interfered with the applicant’s right to “tribunal established by law” as a distinct Article 6 safeguard, as interpreted by the court”. (Ástráðsson v Iceland, GC, 279). The ECtHR’s jurisprudence of this right as a stand-alone right or a “distinct Article 6 safeguard” was, at the time, quite unclear. The upheaval of the requirement is, for that matter, even more interesting, as it plays an important part of the Court’s convincing argument for its conclusion, yet it lacks foundation. Furthermore, the consequences of the breach of the right to tribunal established by law led to no other consequences or conclusions, – although it may be considered as a landmark case, as case-law has shown – than to the acknowledgment of an irregularity in the process of appointing judges leading to a breach of a self-standing right to trial established by law. This led to no remedies for Mr. Ástráðsson apart from costs, i.e., the finding of the violation was in itself just satisfaction for the damages Ástráðsson had sustained. And the Court left it to Iceland to “draw the necessary conclusions from the present judgment and to take any general measures as appropriate in order to solve the problems that […] led to the Court’s findings and to prevent similar violations from taking place in the future” (Ástráðsson v Iceland, GC, 314). The general assumptions to be drawn from the case applied only to the four judges and the Court stated that Iceland was not under obligation under the European Convention to reopen similar cases that had already been settled. The whole case and the argument seem therefore to have led to very benign consequences. Was it all much ado about very little?

			The second step of the threshold test had to do with the requirement of the right to a tribunal established by law to ensure the ability of the judiciary to perform its duties free of undue interference, first and foremost of the executive organ of Government, and thereby to preserve the rule of law and the separation of powers. In this regard, “breaches of a purely technical nature that have no bearing on the legitimacy of the appointment process must be considered to fall below the relevant threshold”. (Ástráðsson v Iceland, GC, 246). Breaches that wholly disregarded the most fundamental rules of the procedure or might otherwise undermine the purpose and effect of the right to tribunal established by law, would, on the other hand, be considered to contravene the right, as interpreted by the Court.4 So what constitutes such a breach and where is the line between mere technical breaches and fundamental ones? The examples given by the Court were of a judge not meeting the eligibility criteria being above the threshold as well as breaches of applicable rules that create a risk that other organs of Government could exercise undue discretion, thus undermining the integrity of the appointment process to an extent not envisaged by the national rules in force at the time.5 The lack of proper investigation before making changes to the list of judges, in full awareness of the legal obligations, and the lack of proper explanation in Parliament in this respect by the Minister, – despite Parliament being the ultimate safeguard in that particular matter, but failing to do so, although not as grave a breach,6 compounding the breach by the Minister – as well as the uncertainty surrounding the Minister’s motives, possibly political, called the objectivity of the selection process into question, according to the Court’s assessment, and thus tainted the legitimacy of the whole procedure. (Ástráðsson v Iceland, GC, 246). These were considered grave irregularities that went “to the essence of the right” to a tribunal established by law and ought not, according to the Court, “be downplayed as mere technical or procedural irregularities” (Ástráðsson v Iceland, GC, 267). The Court provided a convincing argument, but we are still left with uncertainty of what constitutes a breach of the fundamental rules mentioned, apart from the apparent examples, and what does not.7 And it is quite hard to see how these irregularities and their consequences could have been foreseen, e.g. by the Supreme Court, if it is true that the ECtHR developed this self-standing right to a tribunal established by law ex post in that very judgment. 

			The argument is a compound of various factors, some not as severe as others, but adding to the gravity of the matter as a whole. The Minister’s use of discretion, not considering the political speculations, was to place four judges, all eligible and competent judges, to the list of fifteen candidates for the Court of Appeal – and as well taking other four off the list. The Minister’s reasons were to give more weight to judicial experience and to balance the gender ratio of the applicants. Although somewhat true, with scrutiny it was argued that there were other applicants left on the list with less judicial experience as there were others whose gender ought to have had effect on the Minister’s evaluation, when taken with utmost seriosity. Ought the Minister to have followed those criteria entirely and consistently? Or were there other factors? The difference in merit, as evaluated by the Evaluation Committee, was marginal between the applicants who were listed in order in accordance with numericals given to the categories of merit the Committee put in a spreadsheet. The difference between candidate no. 15 on the list and the relevant judge in this case was only 0.205 (5.48/5.275 out of 10).8 Were these grave breaches of the fundamental procedural rules applicable in the selection process that jeopardised the whole process? Perhaps, if there was a possibility of the process being undermined and the Minister taking undue discretion, then yes. That, however, we do not know for a fact. But perhaps the strict scrutiny on the matter and the fine line set by the Court in its assessment was necessary, not only for the argument, but for the purpose of refining and clarifying the meaning of the right to a tribunal established by law. The doubt whether the Minister’s acts were based on political motives could also be an important factor; it could be a matter of appearance. “Not only must justice be done; it must also be seen to be done” (R v Sussex Justices, 1924 1 KB 256).

			In the third step of the threshold test the failure was due to the Supreme Court not having addressed the consequences and provided remedy for Ástráðsson, given the Supreme Court’s finding that there had been a violation of domestic law during the selection process. As has already been argued, the Supreme Court found the irregularities not of such a gravity that they effected the independence and impartiality of the judge in the case, rendering the trial unfair in the meaning of Art. 6 (1) of the European Convention. And as mentioned earlier, the remedy provided, in the end by the ECtHR for the applicant, Mr. Ástráðsson, was the sole finding of the violation of the right to a tribunal established by law – without inquiring into the requirements of independency and impartiality of the tribunal or the relevant judge. The logic of the Court seems to be that, once established that there is a breach of the right to a tribunal established by law, there would be no need to reflect on the independency or impartiality of such a tribunal if the legal foundations for it are non-existent, perhaps in the same way as a judicial body lacking independency and impartiality could not be considered as a tribunal. (Ástráðsson v Iceland, GC, 231).

			4.3. The Political Aspect and Implications

			The case has a political aspect to it in many ways. There were speculations on the political involvement in the Minister’s selection of the judges and there have been discussions on whether a Committee of Experts may be given too much power in the process of selection of judges that can be just as subjective as in the case of a sole political power as a Minister making the decision. And then there is the question if the case was all that serious for Iceland and the appointment of those four judges – or if the case may have had more importance than to decide on the issue regarding the establishment of the new Appellate Court in Iceland and the appointment of its judges.

			The ECtHR speculated on the possibility of political involvement in the Minister’s decision in making changes to the list of candidates as provided by the Committee of Experts. Nothing of the sort was established and it was not an issue of debate in domestic politics or within Parliament when the judges were approved. The facts of the matter, however, are that the particular judge of the Appellate Court deciding the Ástráðsson’s case was the wife of a Member of Parliament belonging to the same political party as the Minister who had given his seat on the list of candidates for the parliamentary elections to the person that then became Minister. In that way, the person was moved down the list for one seat and the person later becoming Minister was brought up. That was on grounds of gender-equality, as it was explained. Speculations on some political horse-trading regarding the much too later appointment of judges to the Appellate Court may be too far-reaching and nothing was ever established on the issue. However, this issue is cited in the judgment itself, as a speculation. The judge in question had, though, been a District judge for many years with good reputation. She was highly qualified as a candidate for the new Court – and has since been reappointed as an appellate judge by the new procedure the law provided for. Surely, that undermines the political aspect and implications that were made. This may still be a question of appearance, that the law be abided as they establish the necessary safeguards against possible political involvement. The judge’s independency and impartiality were nevertheless not addressed. And regarding the voting by Parliament and the political lines as the votes were given, it is a normal procedure in a Democracy where you have a majority in Parliament. All members of Parliament, whether belonging to the majority in power or the minority, had the opportunity to challenge the names on the provided list by the Minister, but did not, and no one asked for a vote on each candidate as they could have. Attention was given to this fact in the Grand Chamber’s judgment. However, the debate on the power (and discretion?) of the Committee of Experts is, though, still alive, and probably will be for time to come.9

			5. The domestic courts and the ECtHR’s role

			The European Convention on Human Rights is part of domestic law in Iceland (Act no. 62/1994) and a binding international convention for the State. In Iceland, the chapter on human rights of the Constitution had as well been revised in 1995 to take further note of the Convention. Many of the relevant articles of the Constitution are almost word by word the same or similar to the articles of the Convention. Yet, the interpretation of the Constitution resides with the Supreme Court. As the Convention has been adopted into domestic law, it is, therefore, also part of the domestic courts’ function to interpret the Convention, and in doing so observe the ECtHR’s case-law and its interpretation of the relative articles of the Convention. This can often be a difficult task as the ECtHR has numerously stated that the Convention is a ‘living instrument’ that must be interpreted to present-day conditions.10 And for a domestic court to evaluate the established ECtHR’s jurisprudence, especially when the tests developed and applied by the ECtHR in the relevant matter ex post, can lead to difficulties. 

			The principle of subsidiarity and the doctrine of margin of appreciation are in constant development. The ECtHR did not find the Supreme Court’s evaluation of the effects of the anomalies and irregularities to be in accordance with the Court’s jurisprudence, but still developed a three-step threshold test that had not been part of its previous assessments in cases regarding similar issues. Despite leaving it to the domestic courts to interpret domestic law and the Constitution, the Court has the ultimate saying on the interpretation of the European Convention and whether the dynamic criteria of that living instrument have been met by the Parties to the Convention. Human rights are important and serious. Often, the relevant rights protected by the Convention have been implemented into the Constitutions of the Member States. This can lead to difficulties when it comes to the implementation of the ECtHR’s jurisprudence by the domestic courts and judicial organs. Of course, a sovereign state can decide how to react to the Court’s judgments, but it is important for the collective enforcement of the rights protected by the Convention, that the Member States take the Court’s judgments seriously and subscribe to the supervisory jurisdiction of the Court in matters concerning the rights protected. The Court has always been in continuous development, addressing diverse Human Rights issues in Europe, creating a common platform for the Member States to rely on in fulfilling their obligations as Parties to the Convention. Yet, considering the consequences of the breach of the right to trial by a tribunal established by law and the circumstances of the case, the question can be raised how the whole situation might have developed had it not concerned Iceland but another Party to the Convention. Some Member States may take their sovereignty quite severely and may not accept an international organ’s criticism of the resolutions of their highest court on constitutional or domestic legal matters – especially if they are not an anomaly or a “flagrant breach” of international obligations. The ECtHR is, though, the ultimate arbitrator when it comes to the European Convention on Human Rights, and it is the Parties’ obligation to implement and apply the Court’s jurisprudence in their domestic law. The Court’s role is, therefore, somewhat to send the message to the Member States on how the Convention ought to be interpreted and applied, bringing about conformity in the protection of Human Rights throughout Europe. The Court’s jurisprudence will, then, show how similar situations may and will be handled by the Court if they resurface. This can sometimes lead to the misunderstanding that the ECtHR acts as a Court of Fourth instance or an appellate court.11 The ever-increasing case-law and further development of the rights and concepts found in the jurisprudence of the Court can be argued to be a contributing factor. Still, it may be important for the purposes and aims of the Court and the Convention for that be somewhat in the dark.

			Further guidance by the Court on what counts as technical irregularities in the selection process and what not, i.e., what shortcomings do not constitute a fundamental breach of the procedure, is lacking, as well as an examination into the interrelationship between the right to a tribunal established by law and the independency and impartiality requirements. One of the requirements of a fair trial has been made a self-standing right on its own and the Court saw no reason to examine further if a tribunal might still be independent and impartial despite such a violation. It can be argued that speaking of independency and impartiality of a tribunal that is not established by law is a contradiction, as there would be no such thing as a proper and legal tribunal to attribute these qualities to. We are, though, yet to see what minor breaches or irregularities fall beneath the threshold, and if such examples call for further examination of the interrelationship between the requirements of Art. 6 (1) of the European Convention of Human Rights whose purpose it is to protect the right to a fair trial.

			6. Final remarks

			The Ástráðsson’s case is important. It is a landmark case on the interpretation and understanding of the self-standing right to a tribunal established by law. As such, it can be used – and has been! (See Reczkowicz v Poland, ECtHR Judgment 22 July 2021, 43771/19) – as an example in future cases where the question may arise on the procedure of selection and appointment of judges. But does it merit as much attention as it did? As domestic issues and politics are yet again brought to the scene of European human rights, did the judgment unveil faults or corruption in Icelandic politics? That is doubtful. 

			Wherever there is the possibility of political involvement with the judiciary it is necessary to take measures to prevent them. That is the most important issue, to safeguard the independency and impartiality of the judiciary. As such the case is highly important. Not only did the ECtHR welcome it, but it can also be argued that it needed it. There may have been an urgent and pressing need for a precedent, a landmark case, that gave a clear example and the message that putting the independency and impartiality of the judiciary in jeopardy will never be thought to be in any way to be in accordance with the European Convention on Human Rights. As such, the Judgment – despite all the troubles it may have caused in Iceland and the criticism the Court received – was important for the defence of the independence of the judiciary in a much broader and wider context than the case provided for.
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					1	The case was heard by Chamber and then referred to the Grand Chamber of the European Court of Human Rights. The cases referred to are, respectively: ECtHR’s Chamber Judgment 12 March 2019 in the case of Ástráðsson v Iceland, 26374/18, and ECtHR’s Grand Chamber Judgment 1 December 2020 in the case of Ástráðsson v Iceland, 26374/18.

				

				
					2	Art. 59 of the Icelandic Constitution provides for the Judiciary to be established in accordance with the law and Art. 70 (1) is in unison with Art. 6 (1) of the European Convention of Human Rights.

				

				
					3	The Judiciary Act No. 50/2016 not only provided for a special process for the initial appointment but a general process for an appointment of judges generally that was not as specific as for the inital one during the establishment of the new Landsréttur Appeal Court.

				

				
					4	It should be noted that in this paragraph, 246, the Court speaks of the requirement of a tribunal established by law and not a right, as it does in various places, including the concluding remarks.

				

				
					5	The Grand Chamber adopts the reasoning of the Chamber judgment.

				

				
					6	Had the voting in Parliament on its own been such a grave breach in the process, not only the four judges would have been appointed by an anomaly but the whole Appellate Court.

				

				
					7	An interesting reflection on this is to be found in the partly dissenting separate opinion of Judge Pinto de Albuquerque, 8.

				

				
					8	Some thought on that matter is to be found in the partly concurring and partly dissenting separate opinion of Judges O‘Leary, Ravarani Kucsko-Stadlmayer and Ilievski, 49.

				

				
					9	In the partly concurring and partly dissenting separate opinion of Judge Pinto de Albuquerque some thought is given to this issue.

				

				
					10	See e.g., Tyrer v United Kingdom, Judgment of 25 April 1978, 31, Series A no. 26, where the living instrument doctrine was first developed.

				

				
					11	It can certainly be argued that this is somewhat a common opinion among the people in Iceland, and the subject was even brought up among legal scholars after the Chamber Judgment in the Ástráðsson‘s case. 

				

			

		

		
			Organización judicial jerarquizada e independencia judicial

			Jesús Ezurmendia Alvarez

			1. Orgánica del Poder Judicial

			Se ha sostenido, por teóricos comparativistas, que existirían dos modelos o ideales de estructura estatal, el Estado Paritario y el Estado Jerárquico (Damaska, 2001). El primero sostiene una organización horizontal —paritaria— en cuanto a la distribución del poder político, en el que los órganos que forman parte de él, incluidos los tribunales, tienden a tener menor burocratización, suelen ser colegiados y están sujetos a controles entre pares, es decir el control de sus actos se ejerce por otro órgano de igual jerarquía (Ezurmendia, 2014). 

			Por su parte, el Estado Jerárquico, originado desde fines del siglo XI por el derecho canónico y la estructura eminentemente jerarquizada de la Iglesia, así como por los regímenes absolutistas de Europa continental, se funda en una distribución vertical del poder; las potestades de los órganos del Estado emanan de un superior jerárquico, que los instruye y que tiene a su cargo el control de quienes se encuentren más abajo. Propio del sistema jerárquico es un alto nivel de burocracia estatal y funcionarios con un alto nivel de jerarquización (Damaska, 2001, pp. 38-40).

			Los tribunales de justicia, como órganos estatales, quedan sujetos a estas formas de organización, es más, suelen presentarse de forma paradigmática como la hebra del poder estatal cuya jerarquización es más fácilmente identificable. Asimismo, el modelo de organización de esos tribunales no solo es orgánico, sino que es, además, funcional, toda vez que la forma en que se desenvuelve el ejercicio jurisdiccional, especialmente los medios con que se ejerce el control y revisión de las decisiones judiciales, se presenta como el vehículo de que da operatividad a dicha arquitectura orgánica (Ezurmendia, 2014).

			Así, en un modelo de estado jerarquizado el control de las decisiones judiciales es de orden vertical. Según Damaska (2001), resulta obvia la conexión entre el ordenamiento vertical del poder y la revisión jerárquica, en el control vertical la revisión de la decisión del funcionario inferior (juez) por parte del superior (generalmente a través de la apelación) no se concibe como algo extraordinario, sino que será lo habitual, incluso lo esperado. Es más, puede que no sólo recaiga en las propias partes la idea de elevar el conocimiento del asunto a un órgano superior (modelo habitual en Europa continental y Latinoamérica), sino que puede que lo haga de oficio el propio tribunal.

			De esta manera, en estos sistemas existe un verdadero “control de calidad” de la actuación del órgano que decide por parte de su superior jerárquico (Ezurmendia, 2014)., generalmente a través de recursos devolutivos (que “elevan” la competencia para ante el tribunal generalmente inmediatamente superior en una estructura piramidal), configurando una “cultura de la apelación”, en que los recursos verticales son procedentes contra gran cantidad de resoluciones, pero especialmente respecto de las sentencias definitivas. 

			Lo anterior redunda en un proceso civil que se fragmenta en etapas sucesivas, dividiéndose en segmentos poco concentrados, que habitualmente repercute en procedimientos de larga duración (Damaska, 2001)1, en la que un mismo asunto se discute dentro del proceso varias veces (Leible y Adenauer, 1999). Ello, provoca que el ejercicio de la función jurisdiccional se fraccione en etapas de verticalidad consecutiva, siendo cada instancia un momento de revisión aguas arriba en la pirámide jerárquica de revisión que se “relevan ante funcionarios encerrados en una cadena de subordinación” (Damaska, 2001)

			A contrafaz de moneda, en el modelo paritario de organización estatal, los controles verticales de las decisiones son mucho menos frecuentes, toda vez que la idea de control se ejerce de forma horizontal, por lo que las decisiones de los órganos estatales suelen ser finales, salvo casos excepcionales de impugnación. Así, el proceso suele tener una sola instancia, siendo su revisión algo de rara ocurrencia, y su modificación eventual algo extraordinario (De Prada y Muñoz, 2014).

			Asimismo, el control del ejercicio jurisdiccional posee una arquitectura y temporalidad distinta. En primer término, tienden a desaparecer controles verticales amplios, y son reemplazados por herramientas de control e impugnación horizontales y directos, como el recurso de reposición, reconsideración o reclamación. A su turno, parte importante del control de la decisión no queda relegada a una oportunidad ex post, sino que se realiza de forma directa por las partes e intervinientes durante el desarrollo del procedimiento, especialmente en la audiencia de juicio donde tienen un rol protagónico. Para que esto último funcione, se requiere un conjunto de formas procesales compatibles, lo que Andrews llama una constelación de principios o formas (Andrews, 2012), que permite que dicha instancia, la audiencia de juicio, permita a los interesados tomar parte, contradecir, examinar y contraexaminar testigos, peritos y objetar resoluciones intermedias e incidentales de los jueces, de forma que el control se traslada al propio juicio, previo a la sentencia. Por ello es que, donde se ha intentado cambiar la estructura orgánica y funcional del proceso, ha sido habitual mover el péndulo procesal de la escrituración a la oralidad, de la mediación a la inmediación y del secreto a la publicidad. 

			En este modelo paritario la confianza esta puesta mayormente en lo que se ha visto, dicho y oído en la audiencia de juicio, ante todos los intervinientes, que se desarrolla como un solo acto ininterrumpido, más que en la frialdad del expediente, lo que genera una aceptación habitualmente voluntaria del veredicto del tribunal.

			Por ello, modelos de organización que tienden a buscar una estructura paritaria no dibujan esquemas orgánicos piramidales, sino más bien como peldaños consecutivos en el que el primer piso supone un bloque mucho más amplio y robusto, donde existe mayor número de jueces, un segundo bloque superior, de mucho mejor tamaño con un número sustancialmente menor de tribunales y una Corte Suprema cuyo conocimiento de causas es excepcional y su función unificadora y fijadora de criterios normativos de interpretación y políticas públicas. Asimismo, el control disciplinario, económico y funcionarial, no se encuentra entregado a los tribunales de peldaños superiores, sino a órganos especializados que no cumplen funciones jurisdiccionales. Estos órganos especializados, altamente técnicos están integrados por profesionales de diversas competencias que se preocupan de la administración de los tribunales, en materias de recursos humanos, cuestiones presupuestarias y logísticas.

			Con todo, existen diversos modelos en los que estos órganos tienen reconocimiento incluso constitucional, que asegura el mantenimiento de una doble independencia, es decir, los jueces ejercen la jurisdicción sin estar preocupados por la administración del Poder Judicial, y los órganos administrativos no tienen competencias —y por lo tanto tampoco interés— en participar de las decisiones jurisdiccionales.

			En lo anterior podemos ver representado en el modelo de estado jerárquico la estructura del Poder Judicial en la mayoría de los países de tradición jurídica continental, tanto en Europa como en Latinoamérica. Así, tanto en España (asimismo Italia y Alemania)2, como en Chile3, (y Argentina, Colombia, entre otros) es posible encontrar una cadena vertical de revisiones dividida en escalafones en la que será habitual que los jueces de inferior jerarquía (generalmente de primera instancia) resuelvan de manera tentativa o “solo eventualmente final” (Ezurmendia, 2014), ya que su decisión será, por regla general, revisada por un superior jerárquico por la vía de algún medio de impugnación, típicamente un recurso. 

			2. Organización e independencia

			Como consecuencia de lo anterior, la verdadera idea de “finalidad” o de decisión final y definitiva se asocia a la decisión adjudicada por el órgano judicial de la más alta jerarquía, respecto de la cual no procederán recursos ni vías de impugnación. Será solo en ese momento, en que las partes entienden que la decisión ya es “definitiva” y que el resultado del proceso se vuelve final4. 

			Se ve, entonces, como la estructura del poder judicial y su fragmentación se encuentran íntimamente ligadas con el diseño funcional de la justicia civil, ya que el régimen procedimental se incardina a la estructura del poder judicial que lo operativiza, y, a su vez, ese poder judicial responde a la estructura más vertical (u horizontal en su caso) de los medios de control y revisión previstos en las normas de los códigos procesales. 

			En ese sentido, la independencia interna de los tribunales de instancia se erige como un punto interesante a observar en ambos modelos5, en tal sentido se debe entender que la independencia judicial no es solo una base o principio de la jurisdicción, sino que se erige como la condición esencial de su existencia, tanto estructural como funcional (Carbonell y Atria, 2021). En un modelo sobrejerarquizado, como es habitual en nuestras latitudes, los jueces inferiores se encuentran sometidos a un doble escrutinio respecto de sus decisiones. Primero, a una revisión jurisdiccional, generalmente a través de la hipertrofiada apelación, pero, además, la concentración aguas arriba de facultades disciplinarias, económicas y directivas de los tribunales superiores supone, o al menos no puede menos que suponer, un desincentivo a resolver conflictos mediante sentencias que no se avengan con la doctrina imperante en los tribunales superiores, una suerte de desobediencia que puede traer consecuencias asociadas a sanciones, promociones, avances en la carrera judicial, etc., especialmente cuando no existe un órgano independiente que tenga a su cargo las cuestiones asociadas a los ascensos y designaciones6. Por ello los sentenciadores de primera instancia fallan siempre bajo la sombra de las Cortes, no pudiendo considerarse realmente independientes7. 

			Este modelo de revisión de asuntos disciplinarios, administrativos se vuelve particularmente nocivo en modelos de sistemas de justicia o poderes judiciales que no cuentan con un órgano destinado al denominado “Gobierno Judicial” que coordine y concentre el control de la materias no jurisdiccionales, como es el caso de Chile8, toda vez que los superiores jerárquicos no son, en consecuencia, solo revisores del contenido de fondo o de la correcta aplicación del derecho al caso concreto, sino que quienes deciden ascensos y calificaciones, en las que resulta muy difíciles divide la mente del evaluador sin colacionar contenidos9. 

			A su turno, un modelo horizontal de diseño orgánico contará con un sistema de recursos coherente, en el que los jueces de base saben que sus decisiones de fondo suelen ser finales, y por lo tanto las posibilidades de revisión por sus superiores suelen ser ostensiblemente menores, y en caso de proceder, serán en modelo de invalidación y no de enmienda. Asimismo, el sistema reconoce la configuración de la instancia como el lugar de promoción de la contienda, la rendición de la prueba y la inmediación del sentenciador con los hechos, teniendo un nivel de deferencia de arriba hacia abajo considerablemente mayor10. Esta estructura redunda, finalmente, en que existiendo menos posibilidades de control jerárquico los tribunales inferiores se ven menos constreñidos a adecuarse a criterios imperantes entre sus superiores, manteniendo —o aumentando en términos comparativos— su independencia. 

			Esta diferencia se puede constatar incluso dentro del mismo ordenamiento jurídico, como es el caso de Chile. En nuestro país se ha llevado a cabo en los últimos 20 años una serie de reformas orgánicas y procedimentales a distintos órdenes jurisdiccionales. Existe un sistema procesal penal adversarial, público y oral desde el año 2000, un sistema reformado de justicia de familia (2005) y un nuevo sistema de justicia laboral (2008) que dan una fisonomía contemporánea al esquema jurisdiccionales en Chile. Sin embargo, el sistema procesal civil sigue regido por el Código de Procedimiento Civil (CPC) de 1903 que consagra un modelo escrito y desconcentrado de justicia civil, con prueba legal y con una excesiva protocolización de las actuaciones que marca una palmaría diferencia con los estatutos reformados antes mencionados. 

			Lo anterior, no solo resulta problemático en sí mismo —con un proceso lento y tardío— sino que, por añadidura, el CPC se erige como el código general del proceso en Chile, que regula las disposiciones comunes a todo procedimiento y fija las reglas aplicables de forma supletoria en los procedimientos que no tengan una regla especial, lo que incluye aquellos reformados, especialmente en materias no penales.

			Es así que se da el efecto de que los jueces civiles, los tribunales de base cumplen una función eminentemente tramitadora, pero que está lejos de ser la instancia de adjudicación final, toda vez que en contra de prácticamente todas sus resoluciones proceden recursos de apelación, no solo respecto de la sentencia definitiva, sino que de decisiones intermedias como interlocutorias o incidentales (Ezurmendia, 2021). Lo anterior, posiciona a los jueces de primera instancia como órganos doblemente controlados, es decir, en el ejercicio de sus funciones propiamente jurisdiccionales, por la vía de los recursos ordinarios; pero, asimismo, controlados en su carrera y desempeño funcionario y disciplinario por las mismas Cortes que revisan sus fallos, lo que inevitablemente genera un efecto de inhibición por deferencia al superior, coartado por la expectativa de fallar jurisdiccionalmente de acuerdo a los cánones de quien está, finalmente en la posición de evaluar el desempeño no-jurisdiccional (Flores, 2005).

			A contrafaz de moneda, los jueces laborales (reformados en 2008) cuentan con una estructura de recursos diversa, reformada y consistente con procedimientos orales, en que prima el principio de inmediación y la libertad de prueba, en los que existe una decisión legislativa de fortalecimiento de la primera instancia como eje central del proceso, especialmente de lo que se lleva a cabo en la audiencia de juicio. Lo anterior se ve necesariamente complementado con la reducción de las vías de impugnación, siendo la apelación inexistente respecto de sentencias definitivas y quedando reservada exclusivamente para sentencias interlocutorias de sólo materias particulares, como las medidas cautelares11. 

			En este contexto, los únicos recursos contra los jueces de letras del trabajo son los denominados “recursos de nulidad laboral”, que son vías de impugnación de derecho estricto con causales específicas —por alteridad a la amplitud de la apelación civil— que se limita a la salvaguarda de formalidad del proceso y la tutela de las garantías procesales de las partes, pero no a pronunciarse sobre el fondo, especialmente sobre los hechos, los que se entienden fijados en la instancia respectiva. 

			Lo anterior se vuelve palmario en la sensación de los propios jueces de instancia que en territorios jurisdiccionales pequeños ejercen una función mixta, es decir, tienen competencia común para conocer y fallar materias civiles y laborales, debiendo aplicar, en el mismo tribunal por el mismo sujeto/a Juez/a dos procedimientos diversos, pero que responden a estructuras funcionales y orgánicas diametralmente opuestas. Ello ha generado, a opinión de los propios sentenciadores, un desdoblamiento en sus funciones, en las que se sienten como jueces adjudicadores de las causas laborales, sin temor de falta de independencia en la aplicación del derecho conforme lo creen correcto de acuerdo con el mérito del proceso en materia laboral, asumiendo en propiedad su rol de jueces independientes e imparciales. Por otro lado, en materias civiles siguen de cerca los criterios jurídicos que sigue el superior jerárquico, sintiendo que el contenido de sus sentencias les expone frente a sus superiores, quienes en virtud del régimen de apelación pueden modificar el fondo, enmendándolo a su mejor parecer. 

			A este respecto, podría sostenerse la objeción asociada a que una excesiva reducción de los recursos verticales contra las sentencias de fondo podría poner en riesgo un conjunto de garantías procesales asociadas al debido proceso, en especial lo relativo al denominado derecho al recurso, latamente reconocido por la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que en casos contestes ha condenado a diversos estados, incluido Chile (Caso Norin Catriman con Chile)12 apuntando a la ausencia de una instancia recursiva que incluya la denominada “revisión integral del fallo”. Desde nuestra perspectiva, que no se pretende aséptica en se sentido, sostenemos que la estructura de la revisión de los componentes de hecho y de derecho de una sentencia (lo que le da el carácter de “integral” de acuerdo a la corte) es una construcción jurisprudencial de la Corte que se circunscribe a materias de revisión penal en casos de condena13, y no necesariamente a asuntos no penales, en los que no se pone en peligro la existencia de un recurso, porque las vías de impugnación seguirán existiendo, solo que contando con una arquitectura racional para su interposición y vista, de forma tal que no se deforme la justicia civil por la sobrejerarquización de una apelación hipertrofiada. 

			3. Reflexiones finales 

			De esta manera hemos intentado expresar que la independencia judicial, como piedra angular del ejercicio de la jurisdicción en un Estado de derecho puede verse afectada no solo por el diseño institucional (constitucional y legal) que la establece —o no— de los otros poderes del Estado, sino que, asimismo, desde un punto de vista interno cuando las funciones de control jurisdiccional se encuentran asociadas a facultades conexas de control disciplinario, jerárquico y de control de avance de la carrera judicial. De esta manera los jueces que tienen presente los criterios jurídicos de sus superiores (Cortes de Apelaciones en el caso chileno) pierden la independencia necesaria para aplicar su propio criterio ante la posibilidad de enmienda, pero también de dichos otros controles. Por ello, resulta indispensable establecer primero, un gobierno judicial desconcentrado de los tribunales superiores (perspectiva orgánica) y, de modo indefectiblemente complementario, un modelo de mecanismos de impugnación que sea compatible con centrar la decisión de fondo en la instancia, tal como ocurre en materia de jueces del trabajo y a diferencia de la experiencia de la anquilosada justicia civil chilena. 
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					1	El concepto de fragmentación también es utilizado por Bordalí. Véase Bordalí (2009) p. 226.

				

				
					2	En el caso español la Constitución Española regula el “Poder Judicial” en el Título VI (art. 117 y ss.) y la Ley Orgánica del Poder Judicial en su art. 26. Asimismo, el art. 123 de la Constitución expresa que el Tribunal Supremo es “el órgano jurisdiccional supremo”. En el caso alemán, la Ley Fundamental para la República Federal Alemana (Grundgesetz für die Bundesrepublik Deutschland), denomina el numeral IX al “Poder Judicial” (Die Rechtsprechung); y en el caso italiano la Costituzione Della Repubblica Italiana dedica el Titolo IV a “La Magistratura”.

				

				
					3	En el caso chileno la Constitución dedica el Capítulo VI (art. 76 y ss. a la materia, denominado, al igual que en norma española “Del Poder Judicial”. En el caso argentino la carta fundamental señala en la Sección Tercera “Del Poder Judicial” (art. 108 y ss), y en sus artículos 112 a 115 distingue varias veces entre Tribunales Superiores y Tribunales inferiores. En Colombia se le dedica el Título VII, utilizando la voz “De la Rama Judicial”, y en su art. 234 regula a la Corte Suprema como “máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria”. 

				

				
					4	Es decir, cuando se ha “terminado la cadena de revisión vertical”

				

				
					5	Para fines de este trabajo entenderemos como independencia interna aquella en la un juez o jueza no debe ser presionado por otro juez o juez, o algún otro miembro del poder judicial (Larroucau, 2020).

				

				
					6	En Chile el Gobierno judicial esta entregado completamente a la Corte Suprema, que según dispone la Constitución actualmente vigente (artículo 82) tiene la “Superintendencia, correctiva, direccional y económica” de todos los tribunales del país, salvo norma expresa en contrario. 

				

				
					7	En ese sentido, Bordalí (2013) señala con claridad: “Respecto a las facultades de dirección o administración, algunas de ellas dicen relación con el poder de remover a los jueces que no han tenido buen comportamiento, o de trasladarlos a un cargo de igual categoría (art. 80 incisos 3 y 4 CPR). Asimismo, según lo que prescribe el Código Orgánico de Tribunales, la Corte Suprema, en pleno, tiene el poder para calificar a los ministros de Cortes de Apelaciones, relatores y procuradores del número que se desempeñen en dicho tribunal, a su secretario, prosecretario y empleados”

				

				
					8	La idea de un Gobierno Juridicial está instalada en el actual proceso constituyente chileno, incluyéndose en el anteproyecto de Constitución redactado por el consejo de expertos constituyentes. Véase https://www.procesoconstitucional.cl/wp-content/uploads/2023/06/Anteproyecto-Constitucion-Politica-Republica-de-Chile.pdf

				

				
					9	Lo anterior, como señala Bordalí (2013) llega a extremos en los que la conducta privada de los jueces puede ser objeto de escrutinio por parte de los superiores jerárquicos, incluso afectando sus derechos fundamentales. Con ello se crea un incentivo a seguir las directrices de los tribunales superiores en la resolución de los asuntos jurisdiccionales, ante el temor de revisiones disciplinarias o administrativas con ocasión del conocimiento de algún recurso. “El juez chileno seguirá los criterios dados por la corte de casación, pues podría verse expuesto a una sanción por considerarse que su actuación constituye una falta o abuso (art. 545 COT)” 

				

				
					10	Para un estudio general de la deferencia, en los denominados “estándares de revisión” véase Ezurmendia (2023). 

				

				
					11	Véase el párrafo V del Libro V del Código del Trabajo, art. 474 y siguientes. 

				

				
					12	Norin Catriman con Chile (2014); Herrea Ulloa con Costa Rica (2007), Mohamed con Argentina (2012).

				

				
					13	Convención Americana de Derechos Humanos: Artículo 8° (Garantías Judiciales) 

						“2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior”.

						A su vez, el artículo 14 del Pacto señala:

						“5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley”.

				

			

		

		
			Independencia judicial e integración europea: una relación inescindible

			María Pilar Ladrón Tabuenca

			1. La independencia judicial en el marco de los valores de la Unión Europea

			La Unión Europea se ha constituido desde su creación como una comunidad de Derecho, cuyo fundamento se encuentra en los valores de la dignidad humana, libertad, democracia, igualdad, Estado de Derecho y respeto de los derechos humanos, como valores comunes a todos los Estados miembros (art. 2 TUE). 

			Sin ellos no hubiera sido posible el proceso de integración europea, que, de unos pasos iniciales de mera cooperación económica en sectores muy determinados como medios para la reconstrucción, el crecimiento y el mantenimiento de la paz tras la Segunda Guerra Mundial, fue extendiendo el proyecto común europeo de forma paulatina a lo largo de estas más de siete décadas de existencia. Y de este modo, se pasó de la cooperación a la armonización y de ésta a la integración política, alcanzando materias no contempladas en un principio, como la política exterior y de seguridad común, y la cooperación en asuntos de justicia e interior

			Ha sido un camino no exento de dificultades, desafíos y sacrificios, con renuncia a parcelas concretas de soberanía, para quienes apostaron y apuestan por el reto de la supranacionalidad1 sin perder, a la vez, su identidad nacional propia. 

			Siendo todos valores sin los cuales no habría sido posible su consolidación y crecimiento, debemos destacar como irrenunciables los de seguridad jurídica, justicia y respeto al Estado de derecho, del que deriva de forma necesaria la separación de poderes y con ella, la independencia judicial. Todos ellos constituyen principios sine qua non para consolidar el objetivo de un auténtico espacio de libertad, seguridad y justicia sin fronteras interiores.

			Pero más allá del ámbito territorial europeo, resulta imprescindible para todo Estado que se califique como respetuoso con los derechos fundamentales una adecuada garantía de la independencia judicial frente a cualquier eventual intromisión, ya se dirigiera frente al Poder Judicial como tal, o ya se diera respecto de la actuación concreta de cada uno de los miembros de la carrera judicial en la prestación de este servicio público. 

			Esta independencia, por ende, ha de poderse predicar en su doble vertiente, como poder estatal ajeno al ejecutivo y al legislativo e incólume a cualquier tipo de injerencia de poderes fácticos o grupos de presión, y también como organización de la administración de justicia. Ambas han de estar plenamente aseguradas en todo Estado de derecho, el cual, a su vez, ha de arbitrar mecanismos eficaces para la salvaguarda de esta garantía. Solo con un Poder Judicial fuerte e independiente que garantice el derecho a la tutela judicial efectiva de los ciudadanos se puede hablar de un auténtico Estado de derecho.

			Por ello, la exigencia de independencia judicial se recoge en los textos constitucionales y leyes fundamentales de las naciones democráticas2, y en especial, de todos los Estados miembros de la Unión Europea3. 

			En el caso español, por ejemplo, la Constitución reconoce el derecho a la tutela judicial efectiva de los ciudadanos como derecho fundamental (art. 24 CE). Y, por otro lado, hace referencia expresa a la independencia de los jueces como una de las características identificadoras de la función jurisdiccional y del estatuto de los jueces, en el Título dedicado al Poder Judicial4.

			Y en lógica correspondencia dentro de este ámbito, la Carta de Derechos Fundamentales de la UE incluyó un Título específico a la Justicia, encabezado por su artículo 47, dedicado al derecho a la tutela judicial efectiva, según el cual “toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa y públicamente y dentro de un plazo razonable por un juez independiente e imparcial, establecido previamente por la ley”5. De forma tal que la independencia judicial se configura, además, como un derecho fundamental de los ciudadanos que garantiza el respeto al conjunto de sus derechos y, en fin, la salvaguardia de los valores comunes a todos los Estados miembros.

			Traemos aquí las palabras del presidente del Tribunal de Justicia, Koen Lenaerts: 

			Sin independencia judicial no puede haber confianza mutua y sin confianza el espacio europeo de libertad, seguridad y justicia, se fragmenta.

			Así pues, para garantizar el derecho a un recurso efectivo, para asegurar el acceso al diálogo judicial y para evitar que la desconfianza mutua reine entre jurisdicciones nacionales, el Derecho de la Unión protege la independencia judicial. Se trata pues de preservar la estructura del sistema de tutela judicial establecido por los Tratados, siendo las jurisdicciones nacionales, en su función de jueces ordinarios del Derecho de la Unión, la base sobre la cual reposa dicha estructura6.

			De ahí que las instituciones de la Unión hayan de velar por el respeto al Estado de derecho a través de todas las vías posibles dentro de su estructura institucional. Y así, de forma especial la Comisión o el propio Tribunal de Justicia no son meros espectadores de los hechos y circunstancias que pudieran producirse en los Estados miembros, sino que están llamados a jugar un papel preponderante, cada una dentro de sus propias atribuciones, en la defensa de esos valores comunes7. 

			2. Examen del respeto al Estado de derecho por la Comisión Europea: los informes anuales

			En la línea indicada, la Comisión Europea viene realizando informes anuales sobre el Estado de derecho en la Unión, donde realiza un análisis de la situación global en el conjunto de países miembros y la específica de cada uno de ellos. Se centra en los aspectos que considera indicadores relevantes8, a fin de abrir un debate entre las instituciones y los Estados que permitan la mejora de la situación. Desde el año 2022, además, formula recomendaciones generales de un lado, y específicas para cada país en relación con los aspectos puestos de manifiesto, en aquellos en que considera que se pudiera producir un deterioro del Estado de derecho. 

			En lo que afecta al sistema judicial, viene realizando unas recomendaciones que podríamos considerar concurrentes para la gran mayoría de países, como es la necesidad de una mayor asignación de recursos humanos y materiales al sistema judicial, o la necesaria digitalización y mejorar el acceso a la justicia de los ciudadanos y en especial de los grupos más vulnerables.

			Pero, además, enumera otras que atañen directamente a la independencia judicial en alguno de ellos. Destacamos las siguientes, recogidas en el Informe del año 2022, y que coinciden en gran medida con el objeto de las numerosas cuestiones prejudiciales elevadas al Tribunal de Justicia por tribunales nacionales: 

			- 	La forma de designación de los jueces de los tribunales que se encuentran en la cima de la respectiva organización judicial (tribunales constitucionales y/o supremos).

			- 	Composición del órgano de gobierno del poder judicial, y forma de designación de sus miembros, bien por serlo en exclusiva por el ejecutivo y/o el legislativo y con una mínima o incluso inexistente intervención de la propia judicatura.

			- 	Existencia de sistemas de control de la actuación de los miembros de la carrera judicial por organismos ajenos al Poder Judicial o sin intervención de éste.

			- 	Establecimiento de un régimen disciplinario que afecta a la independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional.

			- 	Acceso y permanencia en la carrera judicial. 

			- 	Nivel de retribuciones y régimen económico.

			Esta problemática estudiada no es algo que afecte en exclusiva a los países miembros respecto de los que se ha iniciado por la Comisión un procedimiento de infracción por tratarse de una situación grave y no atendida (Polonia y Hungría), sino que el riesgo o la constatación e identificación de medidas legislativas o reglamentarias que pueden calificarse en mayor o menor medida como contrarias a la independencia judicial en el nivel nacional se ha producido de forma puntual en otros, como España9, Chipre, Grecia, Letonia, Polonia, Malta, Croacia, Rumanía, Eslovaquia, Alemania y Portugal.

			Ciertamente, la propia comisión reconoce en el Informe publicado en julio de 202310 que algunas de estas recomendaciones ya han sido acogidas y los Estados miembros han iniciado el procedimiento necesario para llevar a cabo las reformas necesarias, algo que no siempre es posible conseguir en el plazo de un año. Y, por otro lado, es necesario también reconocer las dificultades que entrañan estas reformas, pues las vicisitudes políticas internas, la presión de grupos de interés e incluso circunstancias socioeconómicas concretas les afectan directamente11. 

			En todo caso, el hecho de que la independencia judicial se encuentre entre los puntos de atención de las instituciones denota la necesidad de un sistema judicial sólido para el crecimiento económico y la estabilidad social. 

			Así, llama la atención que en el último Cuadro de indicadores de la Justicia en la UE12, que atiende a distintos temas relativos a la eficiencia, calidad e independencia de los sistemas judiciales de los Estados miembros, aunque la evolución es positiva respecto de años anteriores, se mantiene una pobre percepción de la independencia de los jueces por parte de los ciudadanos (en torno al 60%), debido a interferencias políticas y económicas. Esta percepción guarda relación directa con la confianza de la ciudadanía en la administración de justicia, y de ahí la necesidad de reforzar los mecanismos que la fortalezcan.

			3. Tribunal de Justicia e independencia judicial estatal

			El TUE encomienda al Tribunal de Justicia garantizar el respeto del derecho en la interpretación y aplicación de los Tratados en los ámbitos cubiertos por el derecho de la UE13. En este papel, se ha constituido desde los tiempos iniciales de las comunidades europeas, y hoy de la Unión, como un actor clave en el proceso de integración, mediante sus resoluciones en los distintos tipos de procedimiento cuyo conocimiento le corresponde. 

			De forma muy especial, lo viene haciendo a través del mecanismo de la cuestión prejudicial (art. 267 TFUE), que permite a cualquier juez nacional la posibilidad de elevar al Tribunal de Justicia las cuestiones que se le planteen respecto de la interpretación y aplicación del derecho nacional en relación con el derecho europeo, si estima necesario un pronunciamiento de éste para resolver el caso concreto que el órgano nacional hubiera de resolver14. Este diálogo entre jueces nacionales y Tribunal de Justicia se ha erigido a lo largo del tiempo como el mejor instrumento para el desarrollo, interpretación y aplicación uniforme del derecho en todos los Estados miembros. 

			En lo que aquí nos interesa, por esta vía el Tribunal de Justicia se ha visto en la tesitura de pronunciarse en distintas ocasiones sobre determinados actos legislativos y prácticas nacionales que pudieran suponer una quiebra de la independencia de los tribunales. 

			De modo tal que existe ya un importante cuerpo de doctrina jurisprudencial al respecto cuyas derivaciones, a nuestro parecer, apuntan mucho más allá de la revisión de los casos concretos en que se han planteado las respectivas cuestiones prejudiciales (surgidas a partir de medidas legislativas concretas en algunos Estados miembros), y que podrían ser la puerta de entrada a nueva fase en el proceso de integración europea.

			Así, en lo que algún autor ha calificado como “revolución encubierta del TJUE”15, ha llegado a referirse en distintas resoluciones a la existencia de una suerte de Poder Judicial Europeo único, compuesto por los jueces del Tribunal de Justicia, del Tribunal General y si se acordara su creación, de los Tribunales especializados16, así como por los jueces nacionales, en la medida en que son quienes en todo tipo de proceso han de aplicar e interpretar el derecho de la Unión. 

			Y lo hace con fundamento en el artículo 19.1 párrafo segundo TUE, según el cual: “Los Estados miembros establecerán las vías de recurso necesarias para garantizar la tutela judicial efectiva en los ámbitos cubiertos por el Derecho de la Unión”, en relación con el ya citado art. 47 de la carta, en lo referente al derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial17. 

			La vía para garantizar ese derecho fundamental a la tutela efectiva pasa necesariamente por contar con un Poder Judicial independiente en el ejercicio de la función jurisdiccional, algo esencial para la cooperación judicial en el ámbito a que alcanza el derecho de la Unión y para la obtención de los objetivos fijados por ésta. 

			A ello se une la formulación de principios como el de “no regresión”18, que determina que un Estado miembro no puede reducir el nivel de garantías de los valores consagrados en los tratados en el momento de su adhesión a la Unión Europea. Y entre tales valores, como hemos indicado, el de independencia judicial. De lo cual deriva la propia legitimidad de la institución judicial europea para asumir la tarea de revisar y pronunciarse sobre actuaciones estatales que pudieran poner en entredicho tal independencia. 

			Tarea que realiza tanto atendiendo a su aspecto externo e interno19. El primero, en cuanto a la autonomía del juzgador en el ejercicio de sus funciones sin subordinación jerárquica ni sometido a instrucciones o presiones procedentes del resto de poderes públicos —incluidas las altas instancias judiciales o los respectivos órganos de gobierno de la magistratura— ni de grupos de influencia social, económica o política que pretendan condicionar sus decisiones. Y el segundo, en lo relativo a que la plena imparcialidad y ajenidad del juez respecto de los casos atribuidos a su conocimiento estén aseguradas. Como señala el propio Tribunal de Justicia, las 

			garantías de independencia e imparcialidad postulan la existencia de reglas, especialmente en lo referente a la composición del órgano, así como al nombramiento, a la duración del mandato y a las causas de inhibición, recusación y cese de sus miembros, que permitan excluir toda duda legítima en el ánimo de los justiciables en lo que respecta a la impermeabilidad de dicho órgano frente a elementos externos y en lo que respecta a su neutralidad con respecto a los intereses en litigio20.

			Así, en numerosas ocasiones se ha debido pronunciar sobre cuestiones que afectan a ambos aspectos de la independencia judicial, y que por tanto podríamos considerar indicadores de riesgo para su plena efectividad. Con ánimo puramente ilustrativo pueden enumerarse casos como los siguientes21: 

			a) 	Composición de los tribunales y designación de sus miembros: intervención del ejecutivo en el nombramiento de los jueces de los Tribunales Supremos22, en la adscripción de jueces a órganos superiores en comisión de servicios, sin posibilidad de control judicial23.

			b) 	Acceso y permanencia en la carrera judicial: restricciones a la impugnación de concursos de promoción a plazas judiciales, imponiendo requisitos de admisibilidad que, de hecho, impedían la impugnación de las resoluciones24. 

			c) 	Estatuto personal de los jueces: cuestiones salariales25, traslado forzoso26, reducción de la edad de jubilación27.

			d) 	Ejercicio de la función jurisdiccional: iniciación de procedimientos disciplinarios28.

			Como se puede apreciar, una parte importante de los asuntos a propósito de los cuales el TJ se ha pronunciado sobre la independencia judicial guardaban relación con el estatuto profesional de los jueces y las reformas llevadas a cabo por los correspondientes poderes legislativo y/o ejecutivo. Conviene hacer dos valoraciones a este respecto.

			La primera de ellas, en cuanto a que resulta conveniente recordar que la intervención decidida en defensa de la independencia judicial que hace el Tribunal de Justicia sobre tales cuestiones no puede llevar a entender que se genera una cierta disminución de la responsabilidad personal de cada uno de los jueces nacionales en el ejercicio de la función jurisdiccional en los respectivos cargos para los que hubieran sido designados, ya sea puramente disciplinaria, civil o penal, en su caso.

			Y la segunda, para resaltar que, si bien la doctrina emanada del Tribunal de Justicia es de obligado acatamiento, no le corresponde a esta institución la iniciativa legislativa. Nada obsta para que se siga mantenido la vigencia del principio de autonomía institucional y en especial, el de autonomía procesal, en virtud del cual cada Estado miembro mantendría la competencia legislativa exclusiva para fijar su propia organización jurisdiccional y legislación procesal29. Autonomía estatal que, en todo caso, ha de respetar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de su pertenencia a la UE y los valores comunes en que se funda, aun existiendo esas peculiaridades propias de cada Estado y de su concreta tradición jurídica.

			Esto no significa, en modo alguno, que la competencia legislativa sobre estas materias deje de corresponder a los Estados miembros, o se vea restringida a través del planteamiento por los órganos judiciales nacionales —garantes también de la primacía de la norma europea— de cuestiones prejudiciales que a su vez resuelve el Tribunal declarando ajustada o no al Derecho de la Unión una determinada norma o actuación de Derecho interno. 

			Se mantiene su plena competencia legislativa en todo lo relativo a la organización judicial, su configuración, planta y configuración y distribución de funciones entre los distintos órganos internos. Pero al ejercerla, no pueden obviarse ninguno de los valores y principios comunes consagrados en los Tratados y a cuyo respeto y cumplimiento están obligados por su pertenencia a la Unión Europea, al margen de las eventuales variaciones en la orientación de las fuerzas políticas que en cada momento puedan encabezar el ejecutivo de cada Estado miembro. 

			Tampoco puede afirmarse que el sistema de competencias de atribución30 de las instituciones europeas se haya visto sobrepasado por la institución judicial europea, puesto que como se ha expuesto, se fundamenta en los artículos 19 TUE y 47 de la carta. Cierto es que se trata de una interpretación a la que no se había llegado hasta estos últimos años. Pero también lo es que no se había asistido hasta ahora a toda una serie de actuaciones dirigidas a limitar las facultades de actuación de los órganos judiciales nacionales, o a controlar la composición y acceso a los más altos órganos judiciales, en unos casos, o de gobierno de la magistratura en otros, y, por tanto, que supone una clara agresión al Estado de derecho, con la incidencia en el nivel de garantías de los ciudadanos para la defensa de sus derechos e intereses legítimos. 

			En suma, como hemos expuesto, en el momento actual se está formando un cuerpo de doctrina relativa de la independencia judicial en el ámbito de la Unión Europea, por encima de las fronteras y de la legislación nacional de cada Estado miembro. La jurisprudencia del TJUE, está siendo en gran medida la impulsora y determinante de cada vez más numerosas reformas legislativas no solo en el derecho sustantivo, sino también en la normativa procesal31, que puede dar lugar a la consolidación de un poder judicial supranacional en el ámbito de la Unión, puesto que se desprende que de facto ya se dan esos elementos esenciales comunes. 

			Y dado que criterios como los de eficiencia, calidad y el análisis de la independencia judicial son básicos para todo sistema judicial eficaz, imprescindible para mantener el Estado de Derecho con todas las garantías para los ciudadanos, hacia este objetivo debemos seguir caminando. 
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			El asalto de los movimientos iliberales europeos a las fronteras de la jurisdicción

			Walter Reifarth Muñoz

			1. Introducción

			Aunque este volumen contiene otros temas conexos, el tratamiento monográfico de la independencia judicial, ya bien entrada la tercera década del siglo XXI, necesita de una mínima contextualización. Revisitar y dedicar esfuerzos a este tema no debería perturbar a nadie, pues se trata de uno de los temas nucleares de nuestra disciplina, desde un punto de vista academicista, y de una de las garantías de la recta administración de justicia y de la confianza de la ciudadanía en sus instituciones, desde una perspectiva práctica. Sin embargo, los riesgos de nueva factura, e incluso la relativa tolerancia constitucional frente a determinados ataques a la independencia judicial, han sacado el tema de su postración y lo han resucitado con gran brío. 

			La conquista de todos los resortes del poder ha sido el permanente anhelo de quienes detentaron al menos una parte de él en cada momento. Como es sabido, fue una pulsión consciente en la época de las revoluciones liberales, lo que derivó en una regulación constitucional explícita de la potestad jurisdiccional, que pasó a quedar presidida por la unidad y la necesaria independencia de sus detentadores. Frente a sus quiebras, se idearon inteligentes mecanismos de pesos y contrapesos que, en un contexto de poder dividido, permitían resolver los ataques más burdos a los órganos jurisdiccionales y algunas otras fricciones de menor calado. 

			Tales instrumentos demostraron su utilidad para consolidar el régimen liberal o para frenar ciertos abusos que, por su entidad o habitualidad, podrían ser vencidos a través de sus cauces. Incluso voces autorizadas llegaron a afirmar que la independencia de los jueces no resultaba problemática y parecía suficientemente asegurada en aquel entonces (Rubio Llorente, 2012, p. 599)1. Así, por ejemplo, España adolece de largos períodos donde es imposible alcanzar el consenso político necesario para nombrar a los magistrados del Tribunal Constitucional o a los vocales del órgano de gobierno de los jueces, como los cinco años que actualmente arrastra la renovación de los vocales del Consejo General del Poder Judicial, sin visos de un pronto acuerdo. Una situación grave y por supuesto indeseable, pero que no paraliza la acción de la justicia ni pone en peligro el sistema en su conjunto, al menos no con la intensidad de una revolución social violenta o de la destitución por la fuerza u otros medios inconstitucionales de quien detenta el poder político2.

			Ocurre, sin embargo, recientemente han aflorado ataques a la independencia más generales, que no resultan tan evidentes y para la que los instrumentos tradicionales se han mostrado insuficientes. Este trabajo pretende esbozar algunos ejemplos desde un punto de vista descriptivo, sin recurrir a los indicadores sobre la independencia judicial, cuya utilidad es solo relativa3. A partir de tales supuestos concretos en el ámbito europeo4, se indagará acerca del enorme alcance de estas nuevas quiebras y de los instrumentos a nuestro alcance para hacerles frente. 

			2. Los regímenes iliberales y la erosión de la independencia de los jueces

			Juristas y politólogos llevan un tiempo advirtiendo acerca de las regresiones del Estado de Derecho (rule of law backslidings, en la literatura anglófona) que propician los llamados movimientos iliberales5. Nótese que el término iliberal resulta de la combinación de las voces inglesas ill- (enfermo) y -liberal y, por tanto, no es la negación completa del régimen liberal, sino su paulatina degradación, es decir, una enfermedad que puede terminar con su descomposición misma. Este fenómeno es compartido por distintos países, con democracias más o menos consolidadas, y es ajeno a las distintas posiciones del espectro ideológico, aunque suele manifestarse por los extremos, disfrazado bajo fórmulas populistas, y presentarse como víctimas de una minúscula élite que impide la realización de la voluntad popular expresada en las urnas.

			Sean cuales fueren las razones que los explican6, estos movimientos pretenden, en última instancia, el vaciamiento del Estado de derecho desde un partido o plataforma política que respeta los cauces propios de la democracia representativa y resulta vencedora en las elecciones democráticas7. La democracia no se subvierte, por tanto, mediante los golpes de Estado característicos de otra época o de regímenes más inestables, sino mediante un plan de acción de un gobierno electo (Levitsky & Ziblatt, 2018, passim). Tras alcanzar el poder, y con el objetivo de mantenerlo en el tiempo o de ejercerlo sin los límites propios del constitucionalismo moderno, las fuerzas iliberales socavan las instituciones del Estado, y particularmente aquellas que gozan de independencia como los órganos jurisdiccionales. Para ello, al perenne intento por influir en las decisiones de los tribunales constitucionales a través de un uso desviado de los procedimientos de elección de sus integrantes, se ha venido sumando el conato de capturar a los tribunales de la justicia ordinaria. Su naturaleza radicalmente descentralizada no ha impedido que se haya maniobrado por integrar a los órganos de gobierno y a los tribunales supremos con hombres y mujeres fieles al ideario de partido o al movimiento político en cuestión.

			Este “contraproyecto constitucional” (Blokker, 2016, p. 260) supone, en definitiva, enmendar el texto de las respectivas constituciones, fortalecer la posición del gobierno en el diseño institucional, suprimir la competencia entre partidos y debilitar la eventual reacción de la sociedad civil. Naturalmente, una aspiración de tal envergadura solo sería posible mediante el entumecimiento o la total destrucción de la independencia de jueces y magistrados. 

			Aunque existen fuertes pulsiones en otros países8, los ejemplos de Hungría y Polonia parecen ciertamente paradigmáticos (Drinóczi y Bień-Kacała, 2021). En Hungría, como resultado de los comicios de abril de 2010, la Unión Cívica Húngara (Fidesz-Magyar Polgári Szövetség), partido actualmente en el gobierno, obtuvo una aplastante mayoría parlamentaria de dos tercios que todavía conserva. La formación del presidente Viktor Orbán propuso hasta once reformas de la anterior Constitución de 1989, incluida una reducción de la mayoría parlamentaria necesaria para efectuar tales reformas (de cuatro quintos a dos tercios), hasta que el número de retoques hizo necesaria la aprobación de un nuevo texto en 2011. El movimiento húngaro se ha caracterizado por emplear una política legislativa no dialógica, sortear los mecanismos de control del iter legis, limitar el papel de los medios de comunicación y proceder a una reforma constitucional acelerada. En Polonia, las elecciones de octubre de 2015 arrojaron un resultado espectacular para el partido polaco Ley y Justicia (Prawo i Sprawiedliwosc), que consiguió ser el primer partido de la historia polaca en conseguir mayoría absoluta en el Congreso de los Diputados (235 de 460 escaños) y en el Senado (61 de 100 asientos) (Sadurski, 2019). Aunque insuficiente para llevar a cabo una reforma constitucional, sendas mayorías parlamentarias bastaron para poner en marcha otras estrategias normativas, más indirectas, para desleír la independencia de los jueces polacos. 

			En este caldo de cultivo, como se ha dicho, los partidos iliberales en el gobierno han conseguido desplegar un programa cuyas aristas, solo cuando son estudiadas en conjunto, como un plan integrado, exhiben al “monstruo” (Scheppele, 2013, p. 559) y a su verdadera intención. Para ello, necesitan impedir la formación de juicios jurisdiccionales contrarios a él, ya provengan estos de un órgano de justicia constitucional concentrada, del órgano que defienda en cada caso la independencia de la jurisdicción ordinaria, o de ambos a la vez9. 

			En primer lugar, se producen situaciones de bloqueo y captura de los tribunales constitucionales. La habitual intervención de los distintos poderes en el nombramiento de los integrantes de este órgano hace relativamente sencillo su control, sobre todo en los regímenes parlamentarios donde se suceden las mayorías absolutas y las renovaciones parciales de los magistrados reducen la cobertura total de las vacantes con juristas de confianza a una mera cuestión de tiempo. Cuando esto no sea posible, o cuando los plazos de renovación sean demasiado amplios, basta con una reforma de la legislación procesal para bloquear su funcionamiento, a menudo con una vacatio legis tan breve que resulte imposible una pronta y efectiva revisión de su constitucionalidad. Así, se puede establecer un quorum para la constitución plenaria10, una determinada presencia institucional para el tratamiento de ciertos asuntos11, cambios en la estructura orgánica de estos tribunales o normas específicas sobre el orden de sus deliberaciones12. Nada difícil. 

			Por otro lado, la acción política iliberal capturar a los órganos de la jurisdicción ordinaria. Su naturaleza radicalmente descentralizada hace de esta empresa un asunto más complejo, pero no imposible13. Cambios en el nombramiento de los integrantes de los órganos de gobierno de la judicatura, de los que a menudo dependen otros nombramientos o dictámenes de enorme calado, pueden diluir por completo su misión institucional14. Una de las técnicas más ensayadas, especialmente en la Europa postsoviética, es la reducción de la edad de jubilación forzosa de jueces y magistrados (Martín y Pérez de Nanclares, 2019, pp. 155-156; Bustos Gisbert, 2023, pp. 165 y ss.)15. Esta rebaja puede venir acompañada de la escandalosa facultad presidencial o ministerial de decidir acerca de la jubilación de los jueces, amparada en informes cosméticos de un consejo de la judicatura que, como hemos visto, ha dejado de ser independiente. Y no han faltado, por supuesto, las reformas sobre cuestiones crematísticas, que en otra época habían pasado desapercibidas en los estudios sobre independencia judicial16 y que permiten que un miembro del gobierno o una persona dependiente de él pueda acordar la reducción el salario de un juez. 

			De forma todavía más descarada y con los nombramientos de nuevos magistrados ya viciados, se llegan a crear salas jurisdiccionales en los altos tribunales para decidir acerca de la legalidad de las elecciones o de revisar resoluciones dictadas en los últimos años y con valor de cosa juzgada. En este escenario, la cuestión, desde luego, no pinta nada bien. 

			3. La reacción del Tribunal de Estrasburgo frente a los ataques a la independencia judicial

			El intento por difuminar la división horizontal del poder mediante las tácticas descritas en el apartado anterior ha encontrado una briosa respuesta de los tribunales europeos, integrados, por principio, en un espacio de respeto a los derechos humanos, de democracia y de Estado de derecho17. 

			En las próximas líneas, nos ocuparemos muy sucintamente de la ofrecida por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y limitada a las consideraciones procesales, si bien el Tribunal de Justicia de la Unión Europea también ha hecho notables esfuerzos en la defensa de la independencia judicial. A efectos de sistematización y síntesis, la evolución que se observa en la jurisprudencia del Tribunal de Estrasburgo se ha divido a trazo grueso en dos aparatados, según se afronte la independencia judicial desde la perspectiva del justiciable, como había sido tradicional conforme a su defensa pretoriana, o del propio juez. 

			3.1. El derecho del ciudadano a un juez independiente

			Desde sus inicios, la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre la independencia judicial fue bastante deferente con el diseño institucional de cada Estado, hasta el punto de admitir como jurisdiccionales órganos administrativos integrados total o parcialmente por funcionarios, pero con independencia en el ejercicio de sus competencias contenciosas, garantizadas por el principio de inamovilidad, la ausencia de vínculos jerárquicos o incluso el respeto a la ejecución de las sentencias firmes18. 

			El tribunal también ha tenido que verificar la ausencia de presiones por parte de otros jueces como un requisito convencional. Para esta “independencia interna”, se requiere que los jueces no reciban ni parezcan recibir “instrucciones o presiones de sus compañeros ni de aquellos que tengan responsabilidades en el tribunal, como su presidente o el de alguna de sus divisiones”, ya que ello “podría llevar a concluir que las dudas sobre la (independencia e) imparcialidad de un tribunal estén objetivamente justificadas”19. A veces, el tribunal recurre a una mixtificación poco deseable entre la independencia, como ausencia de presiones externas en el ejercicio de la función jurisdiccional, y la imparcialidad, que siempre habrá de ponerse en conexión con el objeto litigioso y los contendientes, por más que la línea entre ambos conceptos pueda desdibujarse con la justicia algorítmica o en contados supuestos20. 

			En cualquier caso, surge aquí uno de los elementos sobre los que más ha insistido la jurisprudencia europea: la apariencia de independencia. Un criterio, más bien difuso, sobre el que precipitan las valoraciones globales de acuerdo con las circunstancias concurrentes en cada caso. Este casuismo ha generado contradicciones jurisprudenciales algo desconcertantes: por ejemplo, el Tribunal ha entendido que no existe apariencia de independencia cuando un juez decide sobre ciertas explotaciones mineras y poco después pasa a ocupar un alto puesto ministerial con competencias en el sector minero21, pero ha avalado que un juez-parlamentario pueda resolver causas en apelación y, al mismo tiempo, ser parlamentario en el Suomen eduskunta22. 

			La jurisprudencia analizada, apegada a la realidad de cada caso y de contornos teóricos poco claros, comienza a cambiar a partir del año 2007, cuando se permite el acceso de los jueces a la jurisdicción europea para la reintegración de su independencia en el ejercicio de su función.

			3.2. El derecho del juez a su propia independencia

			Tradicionalmente, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos había excluido la aplicación del artículo 6 del Convenio (“derecho a un proceso equitativo”) a los recursos interpuestos por jueces y magistrados en defensa de su independencia. La razón residía en que los jueces desarrollan una función pública, es decir, “participan directamente en el ejercicio de facultades conferidas por el Derecho público y desempeñan funciones encaminadas a salvaguardar el interés general”23, de manera que solo podían acceder a la jurisdicción del Tribunal cuando alegasen la vulneración de derechos sustantivos, pero no cuando lo afectado fuera su propia independencia.

			Esta línea jurisprudencial empezó a cambiar en el asunto Vilho Eskelinen de 200724, permitiendo la aplicación del derecho a un proceso equitativo a los funcionarios y jueces que hayan ejercitado su pretensión civil a nivel interno ante un órgano independente e imparcial. En concreto, el Tribunal aplicó el art. 6 del Convenio en el caso Olujic c. Croacia, de 5 de febrero de 2009, donde el recurrente era el presidente del Tribunal Supremo croata suspendido en un largo procedimiento disciplinario ante el Consejo Judicial Nacional (Državno sudbeno vijeće) en el que participaron tres personas que manifestaron públicas críticas contra el recurrente. La afirmada independencia del Consejo, cifrada en una multitud de factores25, permitió la aplicación del art. 6 del Convenio al asunto en cuestión. 

			Esta cuestión nos lleva a la exigencia de que las cuestiones relativas al nombramiento, promoción, sanción o cese de los jueces sean decididas (o, al menos, susceptibles de una revisión judicial suficiente) por un órgano independiente26. El Tribunal de Estrasburgo no ha explicitado ninguna preferencia a este respecto, que permite adaptar conforme a la cultura jurídica de cada país, pero sí ha advertido en varios casos de que controlará este principio fundamental para asegurar la independencia de los jueces27. 

			4. Conclusiones

			La actual deriva autoritaria, incluso en los países que hasta el momento habían gozado de una democracia robusta, necesita de los órganos jurisdiccionales para su total compleción. Un plan puesto en marcha por los partidos iliberales, sumamente hábil e integrado por un conjunto de acciones que menoscaban la vinculación de los jueces con la función tuitiva que el ordenamiento les encomienda y que destruyen el espíritu de cooperación institucional y la contención que debe presidir el ejercicio de cualquier poder en un Estado de derecho. 

			Se dice que los tribunales europeos y los tratados regionales no estaban diseñados para enfrentar esta erosión de la independencia judicial. En realidad, los instrumentos jurídicos, como cualquier otro producto social, nunca están preparados del todo para enfrentar la subrepción. La buena noticia es que estas regresiones han sido detectadas y están siendo combatidas con los instrumentos que permiten los tratados internacionales en Europa y con nuevos paradigmas para este singular escenario. 

			En este sentido, hasta tiempos muy recientes, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos había mantenido una postura que podríamos calificar como aporética: volátil, con un excesivo apego y deferencia a las características de cada caso; y limitada, porque excluía la aplicación de ciertos remedios procesales precisamente a quienes deben a efectivizarlos a nivel nacional. Pero ahora se ha abierto la veda para tratar elementos decisivos de la independencia judicial que antes no podían ser debatidos en las arenas del tribunal por la sencilla razón de que a los jueces les estaba vedado alegar la vulneración del art. 6 del convenio. 

			Este cambio jurisprudencial tiene como objetivo evitar la quiebra de la independencia judicial. Individualmente considerados, los ataques a este principio congénito al Estado de Derecho constituyen serias dificultades para el correcto ejercicio de la función jurisdiccional; vistos en conjunto, son el pútrido proyecto de los enemigos de la democracia liberal, la justicia y la paz social. 
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					1	A renglón seguido, el célebre constitucionalista advierte, no obstante, que “el problema, si acaso, es el que para el resto de los poderes resulta de su existencia, pues la tendencia de la Constitución a maximalizar el sometimiento del poder al derecho ha incrementado considerablemente la autoridad de los órganos judiciales, cuya libertad de acción frente al legislador es también mayor”. Lo que hoy cabría añadir a las palabras de este autor es que tal incremento de autoridad ha recubierto de miel a la potestad que ejercen los jueces y magistrados. 

				

				
					2	Situaciones estas últimas que no suponen una gran amenaza para las democracias constitucionales consolidadas (Ginsburg & Huq, 2018, p. 66). 

				

				
					3	Así, por ejemplo, considero que el proceder por el Banco Mundial para elaborar su indicador sobre la independencia judicial lo convierte en una medida de percepciones sociales. La metodología, algo tautológica, consiste en preguntar a una muestra representativa de ciudadanos de cada país por una nota, en la escala de 1 a 7, sobre su percepción de la independencia de los jueces respecto del gobierno, los individuos y las empresas (In your country, how independent is the judicial system from influences of the government, individuals, or companies?). Aunque puede tener cierta utilidad para otros trabajos, en realidad no arroja un valor real de la independencia judicial, sino en una percepción ideológica sobre ella, que además puede silenciar las distintas preferencias sobre la independencia judicial que puede tener cada sociedad. Puede consultarse en https://tcdata360.worldbank.org/indicators/h617c1b2e (fecha de última consulta: 20 de agosto de 2023). 

				

				
					4	En particular, por razones de espacio, del Consejo de Europa. No obstante, como se dirá, el fenómeno no es exclusivo de los Estados europeos. Para afrontar el estudio de estos movimientos en otras partes del globo, deben destacarse los “Principios básicos relativos a la independencia de la judicatura”, adoptados por el Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Milán entre agosto y septiembre de 1985, y confirmados después por la Asamblea General en sus resoluciones 40/32, de 29 de noviembre de 1985, y 40/146, de 13 de diciembre del mismo año. Pueden consultarse en https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/basic-principles-independence-judiciary (fecha de última consulta: 20 de agosto de 2023). También pueden destacarse la Observación General núm. 32 del Comité de Derechos Humanos, de 23 de agosto de 2007, relativo al artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, esp. pp. 6-8, y los “Principios de Bangalore sobre conducta judicial” de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, reconocidos como complementarios a los primeros por resolución del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas del año 2006. 

				

				
					5	Parece que el primero en referirse a la “democracia iliberal” fue Zakaria (1997). Otros autores, por el contrario, entienden que no es posible motejar como democrático ningún régimen de esta naturaleza. Así en Müller (2016, p. 224). En el mismo sentido, si la proposición y la discusión de los distintos programas políticos son parte inescindible de la democracia, y los movimientos iliberales pretenden eliminar las ideas ajenas del debate público, no pueden entenderse como democracias. Así en Corstens (2017, p. 69). Por esta razón, otros autores han preferido el término “iliberalismo constitucional”, al que se podría oponer la misma crítica, o “gobierno iliberal”, que también resultaría ser impropio salvo que se entienda con la amplitud del vocablo inglés government. Por eso, en este trabajo, he preferido adoptar la fórmula, más neutra, de “régimen iliberal”. 

				

				
					6	Así, por ejemplo, en el célebre libro de Harari (2020, p. 14), se dice que “el liberalismo está perdiendo credibilidad” en un momento de enorme revolución tecnológica y que “los algoritmos de macrodatos pueden crear dictaduras digitales en la que todo el poder esté concentrado en manos de una élite minúscula al tiempo que la mayor parte de la gente padezca no ya explotación, sino algo muchísimo peor: irrelevancia”. Por su parte, Brennan (2018, p. 41) entiende que la sociedad se ha polarizado entre los apáticos y los fanáticos de la política y que el problema del sufragio universal es que “incentiva que la mayoría de los votantes tome decisiones políticas de una manera ignorante e irracional”. Otros autores (Foa y Mounk, 2016, pp. 13-14) piensan que las crisis vividas en los últimos años han generado la necesidad, incluso entre las clases más favorecidas, de votar por “líderes fuertes” o tecnócratas que tomen decisiones sin preocuparse por los trámites parlamentarios o las elecciones. 

				

				
					7	Según Krzywon (2022, pp. 167-168), dicha plataforma debe reunir “a los representantes del “verdadero pueblo”, que se presenta como víctima del viejo orden elitista” y considera “crucial enfatizar las amenazas externas a la seguridad nacional y la moral”. No obstante, entiendo que estos tintes populistas o extremos son contingentes y no necesarios para poner en marcha un plan iliberal. 

				

				
					8	No es fácil trazar un cuadro completo que permita diferenciar entre los ataques puntuales a la independencia judicial de los planes conscientemente iliberales. Sin ánimo de exhaustividad, Moliterno y Čuroš (2022, pp. 117-164) destacan los ejemplos de la República Checa, Eslovaquia y Estados Unidos, además de los ataques sistémicos mencionados en el cuerpo del texto. 

				

				
					9	Ya se entienda como un problema de incentivos o de preferencias, la situación es equivalente en la práctica. En países como Estados Unidos, existe un riguroso examen político a la hora de seleccionar a los jueces de los altos tribunales, con el agravamiento que supone, a estos efectos, la vinculación del precedente judicial. En la Europa continental, el control inicial es más laxo, pero después hay un fuerte y continuo régimen de rendición de cuentas ante un consejo, quizá con una especial intensidad en aquellos países que han padecido regímenes dictatoriales hace tan solo unas décadas. Por tanto, es posible el control de la judicatura con independencia del diseño institucional de que se trate. 

				

				
					10	Así, por ejemplo, una reforma legal en Polonia en 2015 pretendió aumentar el quorum para la constitución del pleno de nueve a trece jueces, sobre un total de quince. Un número “inusualmente elevado”, tal como critica la Comisión Europea en la Recomendación (UE) 2016/1374, de 27 de julio de 2016, relativa al Estado de derecho en Polonia (apartado 30), y que “casualmente” se introdujo en un momento en que, por otras circunstancias, el tribunal estaba integrado por doce jueces efectivos, lo que impedía de facto que el tribunal pudiera constituirse en pleno. 

				

				
					11	En estos casos, la simple inasistencia de un órgano tan cercano al Ejecutivo como el Ministerio Fiscal puede implicar la imposibilidad de examinar el asunto en cuestión. 

				

				
					12	Todas estas tácticas, y algunas otras más, constituyen una “amenaza sistémica para el Estado de Derecho” y para la justicia constitucional, según la Recomendación (UE) 2017/146 de la Comisión, de 21 de diciembre de 2016, sobre el Estado de derecho en Polonia que complementa la Recomendación (UE) 2016/1374 (apartado 64). 

				

				
					13	Además, es susceptible de generar más contestación social. Por ejemplo, el presidente polaco, Andrzej Duda, utilizó su derecho de veto contra determinadas leyes para contener la masiva protesta ciudadana, aunque mantuvo el contenido en otras normas posteriores. 

				

				
					14	A pesar de que la intuición nos podría llevar a la idea contraria, la evidencia empírica demuestra que la forma de elección del órgano de gobierno de los jueces no es un síntoma inequívoco de una mejor calidad democrática. Castillo Ortiz (2023, pp. 61-68) concluye que no es posible afirmar que un diseño institucional sea mejor que otro en términos de independencia judicial o de robustez del sistema democrático, siempre que se asegure el pluralismo y la independencia del propio órgano. De ahí la Recomendación CM/Rec(2010)12 del Comité de Ministros del Consejo de Europa sobre los jueces: independencia, eficiencia y responsabilidad (apartados 26 y 27), que señala la necesidad de que al menos la mitad de los integrantes de estos consejos sean jueces y magistrados elegidos por sus homólogos. 

				

				
					15	Por ejemplo, la rebaja de la edad de jubilación de jueces y fiscales emprendida por el gobierno de Hungría provocó la reacción del Tribunal de Justicia, que consideró en Sentencia de 6 de noviembre de 2012 (C-286/12) que una reforma en este sentido puede vulnerar el derecho de la Unión. El asunto se resolvió con la indemnización a los jueces despedidos, lo cual es ciertamente un pequeño precio por un ataque tan burdo a la independencia judicial. Cfr. STEDH en el caso Baka c. Hungría, de 23 de junio de 2016. Sobre esta violación y la respuesta a otras tendencias iliberales en Hungría por parte de las instituciones de la Unión. 

				

				
					16	Resulta ilustrativo el art. 402 de la Ley Orgánica del Poder Judicial española, que impone el deber el Estado de garantizar “la independencia económica de los Jueces y Magistrados mediante una retribución adecuada a la dignidad de la función jurisdiccional”. En contra, el constitucionalista Requejo Pagés (1989, pp. 161-162) entiende que esta es “la mejor glosa de cuantas incoherencias se han dicho sobre este principio” y se sorprende del énfasis con que numerosos autores destacan la vertiente económica de la justicia, especialmente de la vinculación entre la independencia y la edad de jubilación de los jueces que trazan los procesalistas. Por supuesto, las palabras responden al contexto en que se escribieron, y el tiempo ha terminado por dar la razón a estos últimos, pues modificaciones sustanciales de la edad de jubilación pueden hacer quebrar este principio básico. En realidad, tiene razón Simon (1975, p. 15) cuando afirma que apenas existen cuestiones que no quepa reconducir al ámbito de la independencia. 

				

				
					17	Y esto es así tanto en el Consejo de Europa, como marca el Capítulo II de su Estatuto (o Tratado de Londres, de 5 de mayo de 1949), como en la Unión Europea, que exige como criterio de adhesión, entre otros, la existencia de “instituciones estables que garanticen la democracia, el Estado de Derecho, el respeto de los derechos humanos y el respeto y la protección de las minorías” (criterios de Copenhague y artículo 2 del Tratado de la Unión Europea). Debe observarse, sin embargo, que la separación o división de poderes es un mecanismo que admite distintos acoplamientos de sus piezas fundamentales. De hecho, el propio Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha reconocido que “Aunque la noción de la separación del Poder Ejecutivo y la autoridad judicial tiende a adquirir una importancia creciente en la jurisprudencia del Tribunal […], ni el artículo 6 ni ningún otro artículo del Convenio obliga a los Estados a establecer una determinada noción constitucional teórica sobre los límites admisibles a la interacción entre uno y otro. La cuestión es saber si, en el caso concreto, las exigencias del Convenio han sido respetadas”. Vid. STEDH en el caso Kleyn y otros c. Países Bajos, de 6 de mayo del 2003, § 193. 
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